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Prólogo


 Por primera vez en la historia de la democracia española, el peso del sector público superará al del sector privado hasta alcanzar el 51,5% sobre el PIB, según las previsiones del Gobierno. Ni antes de la Transición, ni en la durísima crisis financiera del 2012, se alcanzó ese nivel, llegándose en el citado ejercicio a un techo del 48,1%. De hecho, sólo en el último año, el gasto público sobre el PIB ha crecido nada menos que en diez puntos porcentuales.

En el último informe publicado por el Ministerio de Hacienda (2017) sobre las Corporaciones locales, estas tuvieron un gasto total de 68.000 millones de euros, casi el 11% del total del gasto público de España, con la misma tendencia creciente que para el conjunto nacional.

El sector público local constituye, por tanto, una parte muy sustancial del gasto público y tiene una incidencia determinante en la vida de los ciudadanos.

Por otra parte, el sector local ha concentrado en las últimas décadas buena parte de los casos de corrupción y mala gestión de los fondos públicos, especialmente en el área de urbanismo y la proliferación de entes instrumentales dependientes (más de 4.000 en 2019).

Es de destacar sin embargo que, frente a la fortaleza del control interno estatal, a través de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), y del autonómico, reforzado además con la proliferación de instituciones de Control externo propias, la figura del interventor local ha estado durante demasiado tiempo en el más absoluto de los abandonos; no sólo desde el punto normativo, sino también sometidos a presiones políticas intolerables.

La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local pretendía, según su Preámbulo, reforzar la independencia del cuerpo de interventores, "fijando las normas sobre los procedimientos de control, metodología de aplicación, criterios de actuación, así como derechos y deberes en el desarrollo de las funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones locales" y abundaba en la idea de independencia: "corresponde al Estado su selección, formación y habilitación así como la potestad sancionadora en los casos de las infracciones más graves". No obstante, esta última asunción ha llevado a constituirse en una mera formalidad, más cosmética que real.

Tras un vacío normativo de casi 30 años, la aprobación del Real Decreto 424/2017, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del sector público local ha venido por fin, felizmente, a regular los procedimientos de control y metodología de aplicación. Ello debería suponer un hito en la mejora del control de la gestión local española, así como una equiparación a la férrea supervisión existente en el Estado y en las Comunidades Autónomas.

Esta norma viene a suponer la asunción de un modelo moderno de control funcionando desde hace años tanto en el Sector Público Estatal como en las Comunidades Autónomas con el empleo de procedimientos mucho más transparentes y eficaces de control, especialmente en cuanto se refiere a la auditoría y análisis de riesgos para la planificación.

Dicho todo esto, no puede ser más oportuna la aparición de este manual para facilitar la implantación de los distintos mecanismos de control del modelo, sin olvidar su aplicación informática. Es de poner en valor el enfoque práctico del análisis de los distintos mecanismos de control; la incorporación de un análisis de las Normas de Auditoria aplicables y la Inclusión un estudio de la aplicación de herramientas informática al control interno.

Para ello, la editorial Wolters Kluwer, siempre atenta a la actualidad jurídica y al servicio público, ha contado con un sobresaliente elenco de autores, profesionales de primera línea, que, desde distintas ópticas aportan, no sólo sus conocimientos científicos, sino también una dilatada trayectoria en la praxis profesional.

Miguel Angel CABEZAS DE HERRERA PÉREZ

Ex Síndico de cuentas de Castilla la Mancha

Presidente de honor de la Fundación FIASEP








Capítulo 1 El control de la gestión económico financiera del sector público local
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 1.  Introducción

Debemos al experto en seguridad Bruce SCHNEIER (1) , la afortunada expresión «Teatro de seguridad», popularizada tras la tragedia de las Torres Gemelas en 2001. Las medidas de seguridad adicionales que se generalizaron en los aeropuertos, en su opinión, sólo perseguían tranquilizar a la opinión pública, pero no necesariamente abordaban amenazas serias y decididas, porque sencillamente no se pueden evitar.

Muchas de las actividades de control que se desarrollan en las organizaciones pueden no parecer más que «teatro». Bienintencionado, pero teatro que permite detectar algunos, incluso muchos problemas y hasta evitar fraudes. Sin embargo, en lo que respecta a las grandes crisis, pueden pasar por alto algunos de los riesgos y problemas más catastróficos que están al acecho. Teatro con muchos actores principales o secundarios y un escenario que se refleja en el conocido modelo de tres líneas de defensa desarrollado por el Instituto de Auditores Internos para describir los papeles de cada cual en las organizaciones. Usando capas o niveles de actividad se contribuye a garantizar que los riesgos se gestionan y se supervisan de forma eficiente y eficaz.

Las auditorías externas, las auditorías internas y las inspecciones sectoriales funcionan como una línea de defensa más, para garantizar que el guión se desarrolla razonablemente. Entonces, ¿por qué persisten tantos problemas? Por el carácter multidimensional y, a menudo, sistémico del control interno, como se podrá comprobar a lo largo de este libro.

2.  Control interno y control externo del sector público local. Las instituciones de control externo (ICEx). El órgano de control interno

El Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local incorpora la obligatoriedad de establecer en cada Entidad Local un Plan Anual de Control Financiero, sobre la base de un análisis de riesgos. Su alcance deberá asegurar, conjuntamente con el ejercicio de la función interventora y «con medios propios o externos», al menos, un control efectivo anual del ochenta por ciento del presupuesto general consolidado, que en el transcurso de tres ejercicios consecutivos deberá alcanzar su totalidad.

En este sentido, la norma realiza un planteamiento basado en el interés general que afecta a la totalidad del sector público local y pretende asegurar la gestión regular de los fondos públicos, el empleo eficiente de los mismos y la sostenibilidad financiera de las Entidades Locales. El citado planteamiento respeta el principio de autonomía local estableciendo estándares mínimos del régimen de control pero correspondiendo a las distintas Corporaciones adaptar a su realidad los instrumentos previstos en función de los riesgos y medios disponibles resultando especialmente llamativa la posibilidad de establecer mecanismos de colaboración o contratación orientados a lograr el mejor desempeño de la función, siempre con el objetivo último de garantizar el control efectivo de un porcentaje significativo de los recursos empleados.

Para lograrlo, la Intervención deberá contar con una herramienta obligatoria: la auditoría. El artículo 29.3 A) del citado Real Decreto 424/2017 exige al interventor de la Entidad Local, entre sus múltiples variadas tareas, realizar anualmente la auditoría de las cuentas anuales de los organismos autónomos locales, las entidades públicas empresariales locales, las fundaciones del sector público local obligadas a auditarse, los fondos y consorcios a los que se refiere el artículo 2.2 de la anteriormente mencionada normativa y las sociedades mercantiles y las fundaciones del sector público local no sometidas a la obligación de auditarse que se hubieran incluido en el plan anual de auditorías.

Resulta interesante mostrar las conclusiones obtenidas de haber realizado un análisis crítico (2)  del reglamento de control interno destacando como aspectos positivos los siguientes:


	
-  La mayor visibilidad del control interno, obligando a los gestores a un mayor conocimiento del control interno, de su importancia y del valor añadido que aporta a las organizaciones.

	
-  Cobertura del vacío normativo existente desde 1988 y la homogeneización de los procedimientos tanto entre las distintas entidades que integran la Administración Local como con otras administraciones.

	
-  Implantación efectiva del control financiero que, hasta la fecha, era una modalidad de control interno escasamente utilizada en las entidades locales fuera de casos en los que constituía la única posibilidad por la naturaleza de la entidad.

	
-  Reconocimiento de la necesidad de dotar a la Intervención de medios necesarios y suficientes.



Por otro lado, si hacemos autocrítica y reconocemos aquellos aspectos negativos o susceptibles de mejora nos encontramos con tres hechos principalmente:


	
-  Falta de reconocimiento efectivo de la heterogeneidad de las entidades locales. Si bien es cierto que la Exposición de Motivos hace especial hincapié en que una de las finalidades de la norma es el reconocimiento de dicha heterogeneidad, también es una de las principales críticas que, de acuerdo con el autor, pueden hacerse a esta ya que el reglamento está elaborado a imagen y semejanza de la regulación estatal no adaptándose los procedimientos en más ocasiones de las deseables a la casuística de la Administración Local.

	
-  No existe reforzamiento del control interno en el Real Decreto ni tampoco en su Reglamento de desarrollo a pesar de que, al igual que ocurre con la heterogeneidad, viene establecido como una de las finalidades de la norma en su Exposición de Motivos.

	
-  Supresión del texto final del Real Decreto la consideración de los Servicios prestados mediante las distintas formas previstas para el contrato de gestión de servicios públicos en el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público crea inseguridad sobre el tipo de control que se reserva el Ayuntamiento sobre las concesiones de servicios públicos.



3.  El Tribunal de Cuentas

El Tribunal de Cuentas, supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado y del sector público, es una institución de honda raigambre en el ordenamiento jurídico español viniendo regulado en la Constitución Española de 1978 y en sus respectivas leyes de creación y normas reguladoras que se encarga de ejercer las funciones de fiscalización externa, permanente y consuntiva de la actividad económico-financiera del sector público, así como el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos.

Dentro del modelo descentralizado que rige en España se encarga del desarrollo de las labores de fiscalización de cuentas y gestión económica de Estado y del sector público cuyo «modelo latino», como recuerdan Medina Guijarro y Pajares Giménez (3)  se caracteriza, entre otras cosas, por su composición colegiada, independencia frente al Poder Ejecutivo y asunción de funciones fiscalizadoras y jurisdiccionales al igual que Francia, Italia, Bélgica, Grecia y Portugal.

En cumplimiento del artículo segundo de la Ley Orgánica 2/1982 de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas el órgano de control ostenta dos grandes funciones: fiscalizadora y de enjuiciamiento contable. Asimismo, en virtud de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa, mediante la cual se incorpora la Disposición Adicional undécima de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del TCu, la institución también ejerce una función consultiva limitada.

En primer lugar, la fiscalización externa, permanente y consuntiva de la actividad económico-financiera del sector público, se califica de externa, como así recoge en Tribunal en su portal de transparencia, porque la realiza un órgano ajeno al sujeto fiscalizado (a diferencia del control interno que la implementan los órganos de la propia Administración Pública), es permanente porque se ejerce de manera continuada en el tiempo y consuntiva por su carácter final y definitivo.

La fiscalización comprende el conjunto de actuaciones que el Tribunal de Cuentas realiza, de conformidad con sus leyes orgánica y de funcionamiento, para comprobar el sometimiento de la actividad económico-financiera del sector público a los principios de legalidad, eficiencia, economía, transparencia, así como a la sostenibilidad ambiental y la igualdad de género siendo ejercida dicha función en relación con la ejecución de los programas de ingresos y gastos públicos.

En función de los diferentes objetivos que se persigan y, de conformidad con lo regulado por las Normas Internacionales de las Entidades Fiscalizadoras Superiores adaptadas al español (ISSAI-ES) Principios fundamentales de fiscalización del sector Público) podemos encontrar los siguientes tipos de fiscalización:


	
-  Financiera, cuyo objetivo es determinar si la información financiera de una entidad se presenta de conformidad con el marco de información financiera que resulte aplicable. Esto se logra obteniendo evidencia de auditoría suficiente y adecuada que le permita al auditor expresar una opinión acerca de si la información financiera está libre de incorrecciones materiales debidas a fraude o error.

	
-  Operativa, se centra en determinar si las actuaciones, programas e instituciones se gestionan de conformidad con los principios de economía, eficiencia y eficacia, y si existen áreas de mejora. La gestión se examina por comparación con los criterios adecuados; por ende, conlleva el análisis de las causas de las desviaciones de estos criterios u otros problemas siendo su objetivo es responder a preguntas clave de fiscalización y proporcionar recomendaciones de mejora.

	
-  De cumplimiento, se llevan a cabo para evaluar si las actividades, operaciones financieras e información cumplen, en todos los aspectos significativos, con la normativa que regula la actividad de la entidad auditada ya sean reglas, leyes y reglamentos, resoluciones presupuestarias, políticas, códigos, términos acordados o principios de buen gobierno y conducta de los funcionarios públicos.



En segundo lugar, el Tribunal ejerce el enjuiciamiento contable, actividad exclusiva de naturaleza jurisdiccional tal y como dicta la Sentencia del Tribunal Constitucional 187/1988, de 17 de octubre, con respecto a las cuentas que deban rendir quienes recauden, intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen bienes, caudales o efectos públicos. La jurisdicción contable del Tribunal es compatible con el ejercicio de la potestad disciplinaria y con la actuación de la jurisdicción penal (4) .

La configuración de la responsabilidad contable, ha ido evolucionando, como así señala VILLANUEVA RODRÍGUEZ (5)  a través de la doctrina del Tribunal Constitucional, el Tribunal Supremo y del propio Tribunal de Cuentas. En un principio, la responsabilidad contable se consideraba de naturaleza Civil enmarcada dentro del artículo 1902; más tarde la Sala de Justicia del órgano de control identificaba la responsabilidad contable con una naturaleza patrimonial en su Sentencia de 5 de mayo de 1994 para, por último atribuirle carácter patrimonial en sus Sentencias de 12 y 13 de febrero de 1996.

Al respecto podemos finalizar con lo manifestado por el Tribunal Supremo (6)  el cual concluye que la responsabilidad contable no se identifica, de modo necesario, con la responsabilidad civil o patrimonial en que puedan incurrir, frente a la Administración, quienes sin estar vinculados al servicio de la misma, o estándolo pero no teniendo a su cargo el manejo de bienes directamente, bien determinando la obligación de la Administración de indemnizar a terceros.

Esta responsabilidad contable, que puede ser directa o subsidiaria, se exige mediante tres procedimientos jurisdiccionales, que son el juicio de cuentas, el procedimiento de reintegro por alcance y el expediente de cancelación de fianzas, viniendo delimitados por la normativa específica del Tribunal así como por la jurisprudencia que la desarrolla y una doctrina muy crítica (7) .

Por último, la función consultiva limitada regulada en la Ley 7/1988, de 5 de abril de Funcionamiento del Tribunal es modificada por el art. 22.2 de la Ley 15/2014, de racionalización del Sector Público en virtud de la cual se establece que los anteproyectos de ley y los proyectos de disposiciones reglamentarias que versen sobre su régimen jurídico o sobre el ejercicio de sus funciones fiscalizadora o jurisdiccional se someterán a informe del órgano de control. Asimismo, en el caso de tratarse de anteproyectos de ley, el Gobierno deberá remitir el informe emitido por el Tribunal de Cuentas a las Cortes Generales.

El Tribunal deberá emitir en un plazo máximo de treinta días (quince días en caso de hacer constar la urgencia) su informe no cabiendo, salvo excepción, prórroga alguna al plazo estipulado. Dicho informe tendrá carácter preceptivo, nunca vinculante.

4.  Los órganos autonómicos de control externo (OCEx)

Tras la aprobación de la Constitución Española, la estructura territorial se fue configurando en municipios, provincias y Comunidades Autónomas con plena autonomía para la gestión de sus intereses estableciéndose en este marco de autonomía financiera de las Comunidades para el desarrollo y ejecución de sus competencias, la posibilidad de que los diferentes estatutos de autonomía contemplaran la existencia de órganos propios de fiscalización externa de sus cuentas (8) .

La evolución del sistema de control externo español evolucionó rápidamente pasando por tres etapas diferenciadas. En primer lugar, hasta el año 1999 con la convivencia del supremo órgano fiscalizador de las cuentas con los órganos de control externo (OCEx, en adelante) que se iban creando: Navarra, Cataluña, Valencia, Galicia, País Vasco, Andalucía y Canarias.

El segundo período se caracterizó por una oleada de reformas estatutarias en las Comunidades Autónomas creándose órganos de control en Madrid, Baleares, Castilla y León, Asturias y Aragón. Por último, y desde la constitución del último OCEx, comenzó una etapa caracterizada por la sucesión de dos crisis económicas (económica en 2008-2014 y sanitaria derivada de la Covid19 en 2020) del país en la cual las instituciones ya consolidadas comienzan a trabajar en común estrechando sus estrategias de coordinación y sus lazos de cooperación.

Los doce OCEx españoles tienen atribuidas dentro de su ámbito territorial y dependiendo del Parlamento regional, las funciones de auditoría y se encargan de fiscalizar el sector público autonómico y velar por su adecuación a los principios de legalidad, eficacia y eficiencia así como ejercer todas aquellas competencias que le sean delegadas por el Tribunal. Asimismo, ejercen funciones de asesoramiento a los Parlamentos regionales en materia económica y financiera.

Por último, nos gustaría llamar la atención sobre dos de las características principales del modelo de control externo español: complejidad y compulsividad (9) . Complejidad por abarcar dos grandes funciones (fiscalización y enjuiciamiento) que según prevén muchos de los Estatutos de Autonomía serán desarrolladas por OCEx y compulsividad que se manifiesta en el contenido del informe anual que se remite a las Cortes debiendo éste dejar constancia de las infracciones, responsabilidades, abusos o prácticas irregulares que se hayan observado.

5.  La organización internacional de los órganos de control externo

En el ejercicio de sus funciones, el Tribunal de Cuentas, como supremo órgano fiscalizador de las cuentas, mantiene relaciones con otras Instituciones y Organizaciones, nacionales e internacionales:

Ilustración 1: Relaciones Internacionales e Institucionales del TCu

[image: ]Fuente: Elaboración Propia

En primer lugar, debemos recordar que el Tribunal de Cuentas ostenta la secretaría de la Organización de Entidades Fiscalizadoras Superiores de Europa (EUROSAI) desde la celebración en 1990 de la Conferencia Constitutiva y el I Congreso de EUROSAI en España. EUROSAI es el grupo regional de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI) que agrupa a las Instituciones Fiscalizadoras Superiores Europeas, incluido el Tribunal de Cuentas Europeo, y que actualmente cuenta con 50 miembros siendo sus objetivos esenciales los siguientes:


	
-  Promover la cooperación profesional entre las Entidades Fiscalizadoras Superiores

	
-  Estimular el intercambio de información y documentación

	
-  Avanzar en el estudio de la fiscalización del sector público

	
-  Fomentar la creación de Cátedras Universitarias en este área

	
-  Trabajar hacia la armonización de la terminología en el campo de la auditoría pública



La INTOSAI, en donde el Tribunal de Cuentas como miembro de pleno derecho participa activamente en varios de sus comités y subcomités dedicados específicamente a la ejecución de las metas del Plan Estratégico de la Organización, fue fundada en el año 1953 a iniciativa del entonces Presidente de la Entidades Fiscalizadoras Superiores de Cuba, Emilio Fernández Camus. En el año de su fundación se reunieron en el primer Congreso en Cuba los representantes de 34 entidades fiscalizadoras contando actualmente con 195 miembros de pleno derecho, 5 miembros asociados y un miembro afiliado.

El Tribunal de Cuentas mantiene asimismo relación con otras Instituciones de Control Externo de la Unión Europea, incluido el Tribunal de Cuentas Europeo, a través del Comité de Contacto de Presidentes de Entidades Fiscalizadoras Superiores de la Unión Europea y otras relaciones bilaterales con otras Entidades Fiscalizadoras Superiores y Organizaciones Internacionales destacando especialmente la participación en proyectos de colaboración con EFS y la realización de la auditoría externa de Organismos Internacionales.

No debemos olvidarnos tampoco de la Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS), la cual nace en 1963 en Venezuela tras la realización del primer Congreso Latinoamericano de entidades fiscalizadoras ante la necesidad de un foro para intercambiar ideas y experiencias relacionadas con la fiscalización y el control gubernamental así como el fomento de las relaciones de cooperación y desarrollo de dichas entidades.

Las entidades miembros deben cumplir la condición indispensable de tener vinculación previa con la Organización de las Naciones Unidas para formar parte de la OLACEFS, constando actualmente con entidades de 22 miembros de pleno derecho y 28 miembros asociados.

Por último, el supremo órgano fiscalizador de las cuentas también mantiene relaciones institucionales, relaciones de coordinación y colaboración con los órganos de control externo autonómicos, mediante el establecimiento de criterios y técnicas comunes de fiscalización y la realización de actuaciones que garanticen la mayor eficacia de los resultados y eviten la duplicidad en las actuaciones fiscalizadoras.

6.  La Declaración de Lima sobre las líneas básicas de fiscalización

El IX Congreso de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI) reunido en Lima y considerando que la utilización de los fondos públicos constituye una de las condiciones esenciales para garantizar el buen manejo de las finanzas públicas y la eficacia de las decisiones adoptadas por la autoridad competente para lo cual es indispensable que cada Estado cuente con una Entidad Fiscalizadora Superior eficaz, cuya independencia esté garantizada por ley y que los objetivos específicos de la fiscalización son necesarios para la estabilidad y el desarrollo de los Estados acuerda publicar y difundir el documento titulado «La Declaración de Lima sobre las líneas básicas de fiscalización» (10) .

Este documento, que establece las líneas básicas de la fiscalización y los postulados fundamentales para el correcto funcionamiento de las entidades responsables de la vigilancia de uso y aplicación de los recursos públicos, es considerado a nivel mundial como la Carta Magna de la auditoría de la Administración Pública ya que aplica a todo organismo auditor gubernamental con independencia de la región de pertenencia, modelo organizacional, desarrollo obtenido e inserción en el sistema de la Administración Pública (11) .

El documento está integrado por un total de 25 artículos que se encuentran estructurados de la siguiente manera:


	
-  I. Generalidades (arts. 1 a 4): finalidad del control; control previo y posterior; interno y externo; forma y de las realizaciones.

	
-  II. Independencia (arts. 5 a 7): independencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores; de los miembros y funcionarios de estas e independencia financiera.

	
-  III. Relación con Parlamento, Gobierno y Administración (arts. 8 y 9)

	
-  IV. Facultades de las Entidades Fiscalizadoras Superiores (arts 10 a 12): investigación; verificaciones de control y actividad pericial y otras formas de cooperación.

	
-  V. Métodos de control, personas de control, intercambio internacional de experiencias (arts. 13 a 15): métodos de control y procedimientos; personas de control e intercambio internacional de experiencias.

	
-  VI. Rendición de informes (arts. 16 y 17): rendición de informes al Parlamento y al público y redacción de informes.

	
-  VII. Competencias de control de las Entidades Fiscalizadoras Superiores (arts. 18 a 25): base constitucional de las competencias de control —control de las operaciones estatales—; control de las autoridades e instituciones en el extranjero; control de los ingresos fiscales; contratos públicos y obras públicas; control de las instalaciones de elaboración electrónica de datos; empresas económicas con participación del Estado; control de instituciones subvencionadas y control de organismos internacionales y supranacionales.



En definitiva, el propósito esencial de la Declaración de Lima consiste, como así nos recuerda la ISSAI 1 en su prólogo, en defender la independencia en la auditoría de la Administración pública y exigir que las instituciones funcionen correctamente para lograr una seguridad jurídica que solo podrá darse en una democracia que se rija por el imperio de la ley.

7.  El ejercicio del control externo: la fiscalización

La función de fiscalización pública (12)  parte del examen, comprobación, revisión y verificación de las cuentas de las entidades sujetas a la obligación de rendición, pero no puede quedarse sólo en si esas cuentas reflejan o no la imagen fiel —como así hace la auditoría privada—, sino que ha de completar su trabajo incluyendo en su dictamen el análisis de la utilización de los recursos, evaluando si se han gastado de forma legal, eficiente y adecuada (13) .

En este sentido, a los tradicionales retos de comprobación del sometimiento de la actividad económico-financiera pública al principio de legalidad, se han venido a sumar nuevos objetivos operativos, financieros y de cumplimiento. Del mismo modo, la sociedad también exige a la fiscalización que abra sus focos de interés hacia temas como las ayudas públicas al sector financiero, la financiación territorial, el impacto de los beneficios fiscales, la prevención de la corrupción o los procesos de reorganización administrativa e institucional (14) .

En definitiva, el escenario del control interno y externo, dentro del modelo de gestión económica y financiera que nos hemos dado, incorpora la función de alerta y de freno, tanto en la etapa diagnóstico-preventiva como en la paliativa con una serie de incómodas cautelas o dolorosos tratamientos para el gestor público. La calidad democrática y las estructuras de nuestra gobernanza exigen fuertes instituciones de control que realicen esa función y cuya configuración debe ser mejorada, en el marco de un debate constructivo (15) .
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 1.  Concepto de control interno. Objeto y régimen jurídico. Principios del ejercicio del control interno. Deberes y facultades del órgano de control

1.1.  Concepto de control interno

Según el diccionario de la Real Academia Española, control significa comprobación, inspección, fiscalización, intervención.

Por tanto, el concepto de control, desde una perspectiva general, lleva consigo la idea de inspección, vigilancia, intervención, revisión, verificación, es decir, implica la acción de comparar un suceso con una realidad que debe suceder, como por ejemplo el cumplimiento de una norma. Controlar significa verificar que todo se desarrolla de acuerdo con las reglas establecidas, observando que los objetivos se cumplen, detectando en su momento las desviaciones para corregirlas. El control es un proceso, es decir, es un medio para lograr un fin, y no un fin en sí mismo, que aporta un grado de seguridad razonable, aunque no total, en relación a los objetivos fijados.

Ahora bien, ni siquiera un control interno adecuado permite garantizar la inexistencia de errores, ya que un sistema de control, por correcto que sea, no siempre puede descubrir fraudes, especialmente si han sido cometidos con el acuerdo de varias personas de la organización, por tanto, un sistema de control interno solamente nos va a poder aportar una seguridad razonable sobre el logro de los objetivos.

El concepto de seguridad razonable está relacionado con el reconocimiento explícito de la existencia de limitaciones inherentes del control interno ya que en el propio desempeño del control interno pueden cometerse errores como resultado de interpretaciones erróneas de instrucciones, descuido o, entre otros, errores de juicio. Además, los sistemas de control interno no están pensados, generalmente, para valorar los principios, criterios o interpretaciones en los que se ha basado el diseño de un procedimiento.

Es muy difícil conseguir un sistema de control interno «perfecto», ya que puede llegar a representar a la organización un coste inasumible o, por su complejidad, hacer ineficaz la organización, imposibilitando la conclusión de cualquier trámite o procedimiento.

Por tanto, la función de los responsables de la organización será fijar los límites entre la seguridad de los sistemas de control y el coste de los mismos, valorando el riesgo que se está dispuesto a asumir en aceptar sistemas de control que incorporen debilidades.

El artículo 103 de la Constitución Española (CE) establece que la administración pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Por tanto, las administraciones públicas deben someterse al principio de legalidad normativa, consagrado en este artículo 103 de la CE, y de esta subordinación de la administración a la ley y al derecho, surge el concepto de control, como instrumento básico para garantizar estos principios. El control de las administraciones puede ser jurisdiccional y no jurisdiccional, este último será ejercido por el Tribunal de Cuentas y por los propios órganos internos de la Administración, con independencia de su naturaleza.

Introducido el concepto de control, se puede definir el control interno como la actividad que tiene por objeto verificar que la actuación de la Administración se adecua a los principios de buena gestión financiera, legalidad, eficacia, eficiencia y economía. El resultado del control muestra la conformidad o disconformidad sobre el cumplimiento o incumplimiento de estos principios.

Las organizaciones deben diseñar y estructurar sus procedimientos de funcionamiento interno con el fin de promover la eficacia y la eficiencia de las operaciones y transacciones necesarias para conseguir los objetivos fijados por los responsables de los entes. Así, los procedimientos que se diseñen, no sólo deben permitir alcanzar los objetivos indicados, sino que también deben permitir garantizar que quien adquiere un bien a cargo de la entidad esté debidamente facultado para ello, que se ha seguido la tramitación exigida para la contratación del bien, que el contratista está debidamente facultado para contratar con la entidad, que el bien se ha recibido de conformidad con el encargo efectuado, que ha sido debidamente contabilizado, entre otros.

Además, las actuaciones que lleven a cabo las Administraciones Públicas deberán adecuarse al principio de estabilidad presupuestaria, de acuerdo con el artículo 135 de la CE. En cumplimiento de lo establecido en este artículo, la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera desarrolla, entre otros, este principio, así como la distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los mismos, la forma y plazo de corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse, la metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural del Estado y las Comunidades Autónomas (en el caso de Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario) y la responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria. Únicamente se podrán superar los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública, en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria.

A efectos descriptivos, se pueden diferenciar tres puntos importantes relativos a la estructura de control:


	
•  La organización.

	
•  La segregación y/o separación de funciones.

	
•  La propia función de control interno.



Asimismo, hay que distinguir las siguientes cuatro etapas diferenciables:


	
•  Conocimiento de la estructura organizativa que diseña, implanta y ejerce el control.

	
•  Conocimiento de los procedimientos de control interno.

	
•  Análisis y evaluación de estos procedimientos de control interno.

	
•  Pruebas que otorguen garantías al órgano de control que los procedimientos analizados se cumplen.



La conjunción de estos elementos claves que forman la estructura del control y sus diferentes etapas, deben servir para que la corporación pueda diseñar su propio modelo de control interno. En los siguientes párrafos se van a desarrollan estos aspectos que permiten configurar el modelo de control interno.

Un adecuado control interno requiere de una estructura organizativa perfectamente definida, eficaz, con una clara definición de responsabilidades, que actúe con rigor y con el correspondiente órgano de control:


	
•  Estructura definida: que sea reflejo de la disposición sistemática de los órganos que la integran, según criterios de jerarquía y especialización, y que indique cuáles son los recursos humanos disponibles.

	
•  Estructura eficaz: diseñada para el logro de los fines de la entidad.

	
•  Responsabilidades definidas: un elemento clave para un control interno adecuado es que cada integrante de la estructura organizativa conozca cuáles son sus tareas y responsabilidades y cuáles son las funciones y responsabilidades de las otras personas que integran el grupo.

	
•  Rigor en sus actuaciones: que pretenda en todo momento el correcto funcionamiento de los procedimientos establecidos.

	
•  Órganos de control: que ejercen, desde dentro de la propia organización, funciones de validación del control interno y de su cumplimiento.



La eficacia del control interno se ve reforzada si los aspectos anteriores, conjuntamente con las descripciones de las políticas y los procedimientos que debe seguir la entidad, están debidamente documentados en manuales de organización y procedimientos, y suficientemente difundidos.

Cabe hacer mención expresa de un aspecto fundamental para la eficacia del control interno como es la asignación de funciones entre los diferentes integrantes para una adecuada segregación de funciones dentro de la organización de manera que se cumplan las siguientes condiciones:








	SEGREGACIÓN DE FUNCIONES


	Función
	Descripción
	Ejemplo





	Segregación de responsabilidades
	Una sola persona no debe controlar todas las fases del procedimiento.
	El responsable de liquidar un tributo, no debe ser a la vez, el responsable de recaudar el tributo.



	Segregación de las funciones contables
	Las personas que intervengan en un procedimiento deben ser diferentes a aquellas que intervengan en el procedimiento contable.
	El servicio de recaudación de un ayuntamiento no debe ser el responsable del registro contable de las operaciones derivadas del mismo.



	Segregación de la función de autorización de operaciones, de la de custodia de bienes y derechos relacionados
	Se debe evitar que una misma persona pueda autorizar una operación y, a la vez, tener el control, la custodia, el acceso al bien o derecho objeto de la operación.
	
No debe recaer en la misma persona la facultad para ordenar pagos y gestionar los fondos de la tesorería.

 





	Segregación de la función de custodia de los bienes y derechos de la función contable
	Quien controla, custodia o tiene acceso a los bienes y derechos de la entidad no debe estar facultado para el registro contable de las transacciones derivadas de esta custodia de bienes y derechos.
	
Un agente de recaudación ejecutiva no debe estar autorizado para registrar contablemente la baja por insolvencia o prescripción de un tributo pendiente de cobro.

 







El diseño de la estructura organizativa, los procedimientos y la asignación de responsabilidades en base a estas premisas reducirá la posibilidad de que se produzcan errores voluntarios o involuntarios que no puedan ser detectados. Lógicamente, el grado de segregación de funciones y responsabilidades dependerá del tamaño de la entidad y de los recursos humanos, técnicos y económicos de los que disponga.

Es relevante indicar, pero, que algún incumplimiento de este principio viene impuesto por la propia normativa, y así lo ponen de manifiesto algunos órganos de control externos (OCEX) en sus informes de fiscalización.

Por ejemplo, los órganos interventores, tienen asignada a la vez la función de contabilidad y la función de control interno, y en determinadas estructuras administrativas (entidades locales de pequeñas dimensiones), además, también acumulan en una misma persona, las funciones de tesorería, convirtiéndose, en este aspecto del control, en jueces y parte, al no permitir la adecuada segregación de funciones y responsabilidades.

Son funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones Locales, cuya responsabilidad administrativa está reservada a funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, las siguientes:


	
a)  Secretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo.

	
b)  Intervención-Tesorería, comprensiva del control y la fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y la contabilidad, tesorería y recaudación.

	
c)  Secretaría-Intervención, a la que corresponden las funciones de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo y las funciones de control y fiscalización interna de la gestión económica-financiera y presupuestaria, y la contabilidad, tesorería y recaudación.



Además de estas funciones públicas, los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional podrán ejercer otras funciones que les sean encomendadas por el ordenamiento jurídico.

Los puestos de trabajo de Intervención, en las Entidades Locales serán clasificados por las Comunidades Autónomas, en algunas de las siguientes clases:


	
•  Clase primera: Intervenciones de Entidades Locales cuya Secretaría se encuentre clasificada en clase primera.

	
•  Clase segunda: Intervenciones de Entidades Locales cuya Secretaría se encuentre clasificada en clase segunda y puestos de Intervención en régimen de agrupación.



En las Entidades Locales cuya Secretaría esté clasificada en clase primera o segunda, existirá un puesto de trabajo denominado Intervención y, en las Entidades Locales, cuya Secretaría esté clasificada en clase tercera, las funciones propias de la Intervención formarán parte del contenido del puesto de trabajo de Secretaría, salvo que los municipios respectivos se agrupen a efectos de mantener en común el puesto de intervención. Aquellas Entidades Locales cuyas Secretarías estén clasificadas en segunda o tercera clase podrán agruparse entre sí para el sostenimiento en común de un puesto único de Intervención, al que corresponderá la responsabilidad administrativa de las funciones propias de este puesto de trabajo en todos los municipios agrupados.

En el siguiente cuadro resumen se muestra el desarrollo de las funciones de intervención, según el tipo de entidad:











	
Clasificación Corporación local 
	 
	
Tipo de Entidad Local 
	Cuerpo y subescala
	Categoria



	Primera 
	Diputaciones provinciales, Cabildos y Consejos Insulares 
	Intervención - Tesorería 
	
Primera

(superior)




	Ayuntamientos capitales de provincia y de Comunidad Autónoma

	Ayuntamientos con población superior a 20.001 habitantes


	Segunda 
	Ayuntamientos con población entre 5.001 y 20.000 habitantes
	Intervención - Tesorería
	
Segunda

(entrada)




	Ayuntamientos de población inferior a 5.001 habitantes y el presupuesto sea superior a 3.005.060,52 € 


	Tercera 
	Ayuntamientos la población sea inferior a 5.001 habitantes y el presupuesto no exceda de 3.005.060,52 € 
	Secretaría - Intervención





La eficacia del control interno vendrá condicionada por la existencia, dentro de la organización, de procedimientos de autoevaluación del mismo que pongan de manifiesto la idoneidad del diseño del sistema de control y su seguimiento. Una valoración positiva permitirá obtener garantías de un funcionamiento razonable de los procedimientos de control o, si procede, asumir las disfunciones puestas de manifiesto en el ejercicio del control y, a través del Plan de acción, proponer medidas correctoras de las mismas.

Dentro de los nuevos conceptos del Control Interno, el Informe COSO, definió el mismo como:

	
•  El Control Interno es un proceso efectuado por el Consejo de Administración, la dirección y el resto del personal de una entidad, diseñado con el objeto de proporcionar un grado de seguridad razonable en cuanto a la consecución de objetivos dentro de las siguientes categorías:
	
-  Eficacia y eficiencia de las operaciones.

	
-  Fiabilidad de la información financiera.

	
-  Cumplimiento de las leyes y normas aplicables.






De esta definición se pueden destacar los aspectos siguientes:


	
•  El Control Interno se define como un proceso y, por tanto, podrá ser evaluado en cualquier punto de su desarrollo. Al ser considerado como un proceso, el Control Interno es un medio para alcanzar un fin, y no un fin en si mismo.

	
•  El Control Interno debe estar integrado en los procesos operativos de la entidad. Todos los integrantes de la organización son responsables del Control Interno, ya que lo llevan a cabo las personas que actúan en todos los niveles.



1.2. Objeto y régimen jurídico

Las normas de los OCEX definen el control interno de las Entidades Locales, como las actuaciones encaminadas a garantizar la imagen fiel de las cuentas generales y la adecuada gestión económico-financiera. Para ello, se concretan dos tipos de actuaciones:


	
•  Función interventora: su finalidad es la de examinar, analizar e informar sobre todos los actos de las Entidades locales y de sus organismos autónomos que den lugar al reconocimiento de obligaciones o liquidación de derechos, antes de su realización. El ejercicio de la expresada función interventora comprenderá:
	
-  Intervenir y fiscalizar, previamente a su realización, los actos y documentos que puedan generar una obligación de pago contra la entidad (ej. facturas y certificaciones de obra) o un derecho de cobro a favor de la entidad (ej. liquidaciones tributarias). El control de los ingresos puede ser sustituido por la toma de razón en contabilidad y el sometimiento al control financiero a posteriori.

	
-  La intervención formal de la ordenación del pago, de manera que el pago que se pretende realizar se corresponda con la obligación reconocida, que el órgano sea el competente y que se ajuste a la prelación establecida en el plan de disposición de fondos.

	
-  La intervención material del pago, dirigida a garantizar la realización del pago al legítimo destinatario y por el importe debido.

	
-  La intervención y comprobación material de las inversiones y de la aplicación de las subvenciones a la finalidad para la que fueron concedidas.





	
•  Control financiero: tendrá por objeto comprobar el funcionamiento en el aspecto económico-financiero de los servicios de las Entidades locales, de sus organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles y demás entidades de ellas dependientes. Se desarrolla en una doble vertiente: la auditoría pública, con la finalidad de verificar la información de las cuentas anuales, y el control permanente, dirigido a comprobar el cumplimiento de la legalidad y asegurar el cumplimiento de los objetivos de economía, eficacia y eficiencia.



Analizado la legislación vigente en esta materia, el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (RDL 2/2004), en su artículo 213, establece que el control interno se ejercerá en las entidades locales con la extensión y efectos que se determina en los artículos siguientes respecto de su gestión económica, de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles de ellas dependientes, en sus modalidades de función interventora, función de control financiero, incluida la auditoría de cuentas de las entidades que se determinen reglamentariamente, y función de control de la eficacia. A propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, el Gobierno establecerá las normas sobre los procedimientos de control, metodología de aplicación, criterios de actuación, derechos y deberes del personal controlador y destinatarios de los informes de control, que se deberán seguir en el desarrollo de las funciones de control indicadas en el apartado anterior.

Pero, como se observa, el RDL 2/2004 no hace una definición clara, concreta y concisa del concepto de control interno, sino que establece cuáles serán las líneas de actuación del control interno.

El artículo 4 del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional (RD 128/2018) establece que el control interno de la gestión económico-financiera y presupuestaria se ejercerá en los términos establecidos en la normativa que desarrolla el artículo 213 del RDL 2/2004 y comprenderá:


	
•  La función interventora.

	
•  El control financiero en las modalidades de función de control permanente y la auditoría pública, incluyéndose en ambas el control de eficacia referido en el artículo 213 del RDL 2/2004.El ejercicio del control financiero incluirá, en todo caso, las actuaciones de control atribuidas en el ordenamiento jurídico al órgano interventor, tales como:


	
1.  El control de subvenciones y ayudas públicas, de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

	
2.  El informe de los proyectos de presupuestos y de los expedientes de modificación de estos.

	
3.  La emisión de informe previo a la concertación o modificación de las operaciones de crédito.

	
4.  La emisión de informe previo a la aprobación de la liquidación del Presupuesto.

	
5.  La emisión de informes, dictámenes y propuestas que en materia económico-financiera o presupuestaria le hayan sido solicitadas por la presidencia, por un tercio de los Concejales o Diputados o cuando se trate de materias para las que legalmente se exija una mayoría especial, así como el dictamen sobre la procedencia de la implantación de nuevos Servicios o la reforma de los existentes a efectos de la evaluación de la repercusión económico-financiera y estabilidad presupuestaria de las respectivas propuestas.

	
6.  La emisión de los informes y certificados en materia económico-financiera y presupuestaria y su remisión a los órganos que establezca su normativa específica.







La exposición de motivos del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local (RD 424/2017) establece que éste Reglamento, es fruto de la modificación de los artículos 213 y 218 del RDL 2/2004 introducida por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local (LRSAL), que encomienda al Gobierno regular sobre los procedimientos de control y metodología de aplicación, con el fin de, entre otros objetivos, lograr un control económico-presupuestario más riguroso y reforzar el papel de la función interventora en las Entidades Locales. Por lo tanto, el RD 424/2017 tiene por objeto el desarrollo reglamentario previsto en el artículo 213 del RDL 2/2004.

De esta exposición de motivos del RD 424/2017 se obtiene la siguiente definición de control interno: son aquellas actuaciones encaminadas a conseguir un control económico presupuestario, basado en el interés general, que pretende asegurar la gestión regular de los fondos públicos, el empleo eficiente de los mismos y la sostenibilidad financiera de las Entidades Locales.

La finalidad última del control interno de la Entidad local es garantizar que la actividad económico-financiera de dicha Entidad se adecua a los principios de legalidad, economía, eficiencia y eficacia. Este control contribuye a reforzar la transparencia ante el ciudadano de las cuentas de la Entidad local, de forma que éstas proporcionen una información fiable, completa, profesional e independiente sobre la gestión desarrollada por la Administración.

La garantía de transparencia en la gestión económica desarrollada por una Entidad local exige que su actividad financiera esté sujeta a diversos procedimientos de control interno que pueden concretarse en tres aspectos:


	
•  Verificar el cumplimiento de la normativa que resulte de aplicación a la gestión objeto del control (control de legalidad).

	
•  Verificar el adecuado registro y contabilización de las operaciones realizadas, y su fiel y regular reflejo en las cuentas y estados que, conforme a las disposiciones aplicables, deba formar cada órgano o entidad.

	
•  Evaluar que la actividad y los procedimientos objeto de control se realizan de acuerdo con los principios de buena gestión financiera, y, en especial, los previstos en la Ley General de Estabilidad Presupuestaria.



Además de los anteriores, el control tiene, entre otros, el objetivo de verificar el cumplimiento de los objetivos asignados a los centros gestores del gasto en los Presupuestos Generales del Estado.

En consecuencia, la verificación de la información económica cumple una función determinante en el proceso político de asignación de recursos. Una información útil, fiable y oportuna es condición necesaria para garantizar que las diferentes etapas del ciclo presupuestario se nutren de los «inputs» suficientes para avalar una correcta toma de decisiones. A este respecto, dentro de los aspectos del control interno vinculados a la transparencia, destacan las aportaciones que a la misma se pueden hacer desde el control financiero permanente y la auditoría pública.

El control financiero permanente verifica el cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables a la gestión económica. Asimismo, realiza un seguimiento de la ejecución presupuestaria y verifica el cumplimiento de los objetivos asignados a los programas de los centros gestores del gasto, así como el balance de resultados e informe de gestión. También se detiene sobre la propuesta de distribución de resultados, comprueba la planificación, gestión y situación de la tesorería y analiza las operaciones y procedimientos con el objeto de proporcionar una valoración de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios de buena gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las recomendaciones pertinentes en orden a la corrección de aquéllas.

De lo anterior se desprende que de los informes de control financiero permanente se puede extraer una información vital para conocer cuál ha sido el resultado último de la aplicación de los recursos públicos a los diferentes programas y si efectivamente se han cumplido los objetivos marcados. Esa información, a su vez, permite conocer cuáles han sido las disfunciones, las deficiencias y las debilidades en la gestión que han impedido utilizar los fondos públicos con la eficacia y eficiencia deseables y de esa forma, conociendo esas deficiencias, será más fácil atajar los problemas detectados. Sin embargo, la eficacia práctica de esta modalidad de control ha de venir necesariamente acompañada de una adecuada planificación de actuaciones, para así poder responder con garantías a sus objetivos.

En definitiva, las actuaciones de control interno son una fuente de información que contribuye de manera clara a aportar datos acerca de si los recursos públicos se están utilizando de acuerdo con los principios de buena gestión financiera, permiten verificar si se han cumplido los objetivos inicialmente trazados y, en consecuencia, permiten detectar posibles deficiencias y en su caso proponer las medidas correctoras pertinentes que redunden en un uso correcto y transparente de los fondos públicos.

Las actuaciones de control interno que se lleven a cabo en las entidades que conforman el sector público local deberán ajustarse a los preceptos contenidos en el RDL 2/2004, en el RD 424/2017 y en las normas reguladoras aprobadas por las Entidades Locales en desarrollo de las anteriores disposiciones.

1.2.  Principios del ejercicio del control interno

En el ejercicio del control interno, es importante destacar las características fundamentales y principios al que está sometido, válido tanto para los propios órganos de control interno de la corporación como los órganos de control externo.

Uno de los principios a destacar es el principio de universalidad, entendido como la potestad de los órganos de control para efectuar, de acuerdo a sus competencias y atribuciones, el control sobre toda la actividad de la entidad. Además, el control debe entenderse con carácter integral, es decir, el ejercicio del control consta de un conjunto de acciones y técnicas orientadas a evaluar, de manera global y completa, el conjunto de operaciones, procesos, actividades y/o servicios, en relación con el gasto generado, ingresos obtenidos, objetivos cualitativos y cuantitativos, y vinculados a las políticas públicas realizadas y otras variables exógenas difíciles de prever.

Vinculado a estos aspectos, universal e integral, podemos destacar el apartado 3 del artículo 4 del RD 424/2017 donde se establece, que el modelo de control asegurará, con medios propios o externos, el control efectivo de, al menos, el ochenta por ciento del presupuesto general consolidado del ejercicio mediante la aplicación de las modalidades de función interventora y control financiero. En el transcurso de tres ejercicios consecutivos y en base a un análisis previo de riesgos, deberá haber alcanzado el cien por cien de dicho presupuesto. Para ello, debemos tener en cuenta la materialidad, que implica la potestad del control para concretar su actuación en las transacciones y operaciones de mayor significación económica o relevancia en la entidad examinada.

Además, el ejercicio del control interno, debe tener el carácter de permanente, ya que el ejercicio del mismo se puede definir como un instrumento de vigilancia de procesos y operaciones de la entidad perdurable y continuo en el tiempo.

Otro aspecto fundamental es la subordinación del ejercicio del control al principio de legalidad, ya que supone la plena sujeción del proceso de control a la normativa constitucional, legal y reglamentaria aplicable a su ejecución, garantizando el cumplimiento de las reglas y requisitos establecidos. Vinculado a la legalidad, no podemos olvidar la objetividad, ya que las acciones de control se deben realizar sobre la debida e imparcial evaluación de fundamentos de hecho y de derecho, evitando apreciaciones subjetivas.

Especial mención debe hacerse a los principios de autonomía funcional, ejercicio desconcentrado y procedimiento contradictorio al que debe estar sometido el órgano interventor. En este sentido, los apartados 1 y 2 del artículo 4 del RD 424/2017, establecen que el órgano interventor de la Entidad Local, en el ejercicio de sus funciones de control interno, estará sometido a estos tres principios: autonomía funcional, ejercicio desconcentrado y procedimiento contradictorio. El órgano interventor de la Entidad Local ejercerá el control interno con plena autonomía respecto de las autoridades y demás entidades cuya gestión sea objeto del control. A tales efectos, los funcionarios que lo realicen, tendrán independencia funcional respecto de los titulares de las entidades controladas. El principio de autonomía funcional quiere garantizar la potestad de los órganos de control para organizarse y ejercer sus funciones con independencia técnica y libre de influencias.

Referente al principio de independencia, es importante destacar la Resolución de 20 de septiembre de 2017, de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), por la que se desarrolla el principio de independencia para el ejercicio de las funciones de control atribuidas a la IGAE, y donde se establece, entre otras cuestiones, que esta independencia del personal que ejerce el control, es fundamental para asegurar la confianza pública en la fiabilidad de sus resultados e informes y garantizar el exclusivo desarrollo técnico y profesional de las mismas conforme a principios éticos, en especial los de integridad y objetividad.

Por tanto, tal y como continúa diciendo la Resolución de la IGAE, el reconocimiento del principio de independencia no basta por sí mismo, siendo necesario su desarrollo en normas concretas que identifiquen los riesgos y establezcan sistemas internos de salvaguarda y control que garanticen su respeto, evitando al mismo tiempo situaciones y actuaciones que, valoradas por terceros, puedan poner en duda su cumplimento.

Es de vital importancia regular este principio de independencia en el mundo local para poder dar cumplimiento al mismo, ya que, en muchas ocasiones, tal y como están configuradas las estructuras organizativas locales actuales, es de difícil o imposible cumplimiento.

Otro principio al que está sometido el ejercicio del control interno es el que recoge el apartado 3 del citado artículo 4 del RD 424/2017, que establece que el órgano interventor dispondrá de un modelo de control eficaz y para ello se le deberán habilitar los medios necesarios y suficientes, para así lograr un modelo de control aplicable a la entidad, que pueda lograr sus objetivos con un nivel apropiado de calidad.

Además, el órgano de control debe tener acceso a toda la información, y para esto tiene la potestad de requerir, conocer y examinar la información y documentación necesaria sobre las operaciones objeto de control, y a la vez, el deber de cumplir con el principio de secreto y reserva de las actuaciones, por el cual está prohibido revelar información que pueda causar daño a la entidad, persones o al sistema, en los términos del apartado 3 del artículo 6 del RD 424/2017.

En el ejercicio del control, el órgano interventor, también debe dar cumplimiento al principio de publicidad, ya que deberá dar cuenta a los órganos de gestión controlados de los resultados más relevantes de las comprobaciones efectuadas y recomendará las actuaciones que resulten aconsejables. De igual modo, dará cuenta al Pleno de los resultados que por su especial trascendencia considere adecuado elevar al mismo y le informará sobre la situación de la corrección de las debilidades puestas de manifiesto con expresa mención del grado de cumplimiento de los apartados anteriores del artículo 4 del RD 424/2017. Adicionalmente, también se concreta la obligatoriedad de publicar en las sedes electrónicas corporativas, los informes de las auditorías de cuentas anuales junto a la información contable, así como el Plan Anual de Control Financiero, que recogerá las actuaciones de control permanente y auditoría pública a realizar durante el ejercicio, conforme a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

1.3.  Deberes y facultades del órgano de control

Son funciones públicas necesarias en todas las corporaciones locales el control y la fiscalización interna de la gestión económica-financiera que se recogen en la categoría de Intervención y de Secretaría-Intervención, tal y como concreta el artículo 2 del RD 128/2018.

En el ejercicio de sus funciones, el artículo 5 del RD 424/2017, determina cuáles son los deberes del órgano de control, estableciendo los siguientes:


	
1.  Los funcionarios que ejerzan la función interventora o realicen el control financiero, deberán guardar el debido sigilo con relación a los asuntos que conozcan en el desempeño de sus funciones. Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el ejercicio del control interno sólo podrán utilizarse para los fines asignados al mismo y, en su caso, para formular la correspondiente denuncia de hechos que puedan ser constitutivos de infracción administrativa, responsabilidad contable o penal.

	
2.  El órgano interventor deberá poner en conocimiento del órgano competente correspondiente, cuando en la práctica de un control aprecie que los hechos acreditados o comprobados pudieran ser susceptibles de constituir una infracción administrativa o dar lugar a la exigencia de responsabilidades contables o penales, de acuerdo con las reglas que se establecen a continuación:
	
a)  Cuando los hechos pudieran ser constitutivos de delito, las responsabilidades se exigirán ante los Tribunales de Justicia competentes y se tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable, sin perjuicio de que el Tribunal de Cuentas conozca, en el ámbito de sus competencias, de aquellos hechos que hayan originado menoscabo de fondos públicos.

	
b)  En el caso de hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones en materia de gestión económico-presupuestaria de las previstas en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (L 19/2013), que no siendo constitutivas de delito afecten a presuntos responsables comprendidos en el ámbito de aplicación de la citada ley, dará traslado de las actuaciones al órgano competente, sin perjuicio de poner los hechos en conocimiento del Tribunal de Cuentas por si procediese, en su caso, la incoación del oportuno procedimiento de responsabilidad contable.¿Cuáles son las infracciones en materia de gestión económico presupuestarias que pueden aflorarse en el ejercicio de la función interventora, de acuerdo con el artículo 28 de la L 19/2013, y que a su vez constituyen infracciones muy graves?








	Apartado del artículo 28 de la L 19/2013
	Acción afectada
	Actuaciones afectadas




	d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención regulado en la normativa presupuestaria.

	REPARO
	Todas las actuaciones excepto las referentes a cuentas justificativas de Pagos a Justificar y Anticipos de Caja Fija, y a la intervención material del pago.



	c) Los compromisos de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en la de Presupuestos u otra normativa presupuestaria que sea aplicable
	REPARO U OMISIÓN
	Todas las actuaciones en las que se haya que verificar la existencia de crédito



	d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención regulado en la normativa presupuestaria.
	OMISIÓN
	Todas las actuaciones



	e) La ausencia de justificación de la inversión de los fondos a los que se refieren los artículos 78 y 79 de la Ley 47/2013, de 26 de noviembre, General Presupuestaria o, en su caso, la normativa presupuestaria equivalente de las administraciones distintas de la General del Estado.
	CUENTAS JUSTIFICATIVAS DE PAJ Y ACF DESFAVORABLES
	Actuaciones referentes a cuentas justificativas de Pagos a Justificar y Anticipos de Caja Fija





¿Cuáles son las infracciones en materia de gestión económico presupuestarias que pueden aflorarse en el ejercicio del control financiero permanente no planificable, de acuerdo con el artículo 28 de la L 19/2013, y que a su vez constituyen infracciones muy graves?








	Apartado del artículo 28 de la L 19/2013
	Expediente afectado
	Actuaciones afectadas




	f) El incumplimiento de la obligación de destinar íntegramente los ingresos obtenidos por encima de los previstos en el presupuesto a la reducción del nivel de deuda pública de conformidad con lo previsto en el artículo 12.5 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y el incumplimiento de la obligación del destino del superávit presupuestario a la reducción del nivel de endeudamiento neto en los términos previstos en el artículo 32 y la disposición adicional sexta de la citada Ley.
	LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO
	Al ser una entidad con operaciones de crédito y/o endeudamiento pendiente de reembolso, y habiendo obtenido en la liquidación del ejercicio anterior, ingresos por encima de los previstos en el presupuesto y/o superávit presupuestario, que éstos se hayan destinado íntegramente a la reducción del nivel de deuda pública o del nivel de endeudamiento neto.



	g) La realización de operaciones de crédito y emisiones de deuda que no cuenten con la preceptiva autorización o, habiéndola obtenido, no se cumpla con lo en ella previsto o se superen los límites previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, y en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
	OPERACIONES DE ENDEUDAMIENTO
	Al tratarse de una operación de crédito y/o emisión de deuda que precisa de autorización, que se deberá de disponer de la correspondiente autorización y se deberá cumplir lo previsto en esta autorización, y que no se podrán superar los límites previstos en la LO 2/2012 y en el RDL 2/2004.



	h) La no adopción en plazo de las medidas necesarias para evitar el riesgo de incumplimiento, cuando se haya formulado la advertencia prevista en el artículo 19 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.
	PRESUPUESTO, LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO Y SEGUIMIENTO DEL CUMPLIMIENTO DE LOS PEF
	Al tratarse de una entidad que el Gobierno ha formulado una advertencia por detectar riesgo de incumplimiento de los objetivos de estabilidad, deuda pública o regla del gasto, que se han adoptado las medidas necesarias para evitar el riesgo de este incumplimiento.



	j) La no presentación o la falta de puesta en marcha en plazo del plan económico-financiero o del plan de reequilibrio de conformidad con el artículo 23 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.
	PRESUPUESTO Y LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO
	Al tratarse de una entidad que ha formulado o que ya dispone de Plan económico financiero y/o reequilibrio, que se ha presentado y/o puesto en marcha en plazo.



	l) La falta de justificación de la desviación, o cuando así se le haya requerido la falta de inclusión de nuevas medidas en el plan económico-financiero o en el plan de reequilibrio de acuerdo con el artículo 24.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.
	PRESUPUESTO, LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO Y SEGUIMIENTO DEL CUMPLIMIENTO DE LOS PEF
	Al ser una entidad que dispone de Plan económico financiero y/o de reequilibrio, que se ha justificado la desviación o la falta de inclusión de nuevas medidas, previamente requeridas.



	m) La no adopción de las medidas previstas en los planes económico-financieros y de reequilibrio, según corresponda, previstos en los artículos 21 y 22 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.
	PRESUPUESTO, LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO Y SEGUIMIENTO DEL CUMPLIMIENTO DE LOS PEF
	Al ser una entidad que dispone de Plan económico financiero y/i de reequilibrio, que se han adoptado las medidas previstas en el mismo.







	
c)  En los restantes casos no comprendidos en los epígrafes a) y b) del artículo 5.2 del RD 424/2017, se estará con carácter general a lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas y en la Ley 7/1988, del 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.





	
3.  El órgano interventor deberá facilitar el acceso a los informes de control en aquellos casos en los que legalmente proceda. En defecto de previsión legal, la solicitud de los mismos deberá dirigirse directamente al gestor directo de la actividad económico-financiera controlada.



En cuanto a las facultades del órgano de control, el artículo 6 del RD 424/2017 establece que el órgano interventor podrá hacer uso, en el ejercicio de sus funciones de control, del deber de colaboración, de la facultad de solicitar asesoramiento, de la defensa jurídica y de la facultad de revisión de los sistemas informáticos de gestión, de acuerdo con lo previsto a continuación:


	
•  Deber de colaboración:
	
-  Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, así como los jefes o directores de oficinas públicas, organismos autónomos y sociedades mercantiles locales y quienes en general ejerzan funciones públicas o desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán prestar la debida colaboración y apoyo a los funcionarios encargados de la realización del control.

	
-  Toda persona natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar, previo requerimiento del órgano interventor, toda clase de datos, informes o antecedentes deducidos directamente de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas con trascendencia para las actuaciones de control que desarrolle.





	
•  Facultad de solicitar asesoramiento:
	
-  Cuando la naturaleza del acto, documento o expediente lo requiera el órgano interventor de la Entidad Local, en el ejercicio de sus funciones de control interno, podrá recabar directamente de los distintos órganos de la Entidad Local los asesoramientos jurídicos y los informes técnicos que considere necesarios, así como los antecedentes y documentos precisos para el ejercicio de sus funciones de control interno, con independencia del medio que los soporte. Asimismo, los órganos interventores podrán recabar a través del presidente de la Entidad Local, el asesoramiento e informe de los Servicios de Asistencia Municipal y de los órganos competentes de las Diputaciones Provinciales, Cabildos, Consejos Insulares y Comunidades Autónomas Uniprovinciales.

	
-  El órgano interventor de la Entidad Local podrá solicitar el asesoramiento de la Intervención General de la Administración del Estado en el marco de los Convenios que se puedan suscribir de conformidad con lo previsto en la disposición adicional séptima de la LRSAL.





	
•  Defensa jurídica:
	
•  Las Entidades Locales deberán garantizar y adoptar las medidas necesarias para la defensa jurídica y protección del personal controlador en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia de su participación en actuaciones de control interno.

	
•  Facultad de revisión de los sistemas informáticos de gestión:

	
•  Los funcionarios actuantes en el control financiero podrán revisar los sistemas informáticos de gestión que sean precisos para llevar a cabo sus funciones de control.







2.  Evolución del modelo de control interno en las administraciones públicas

Para entender el modelo actual de Control Interno de las Administraciones Locales debemos remontarnos al antecedente del mismo, el modelo de control interno de la administración central de la Ley General Presupuestaria de 1977 que supuso una innovación trascendental del Modelo de Control Interno que se venía realizando en la misma.

El control interno que se llevaba a cabo por la IGAE, órgano responsable de la contabilidad y control desde 1874, era un control interno de verificación de la legalidad formal, un control estricto de la legalidad y de la regularidad contable y financiera, un control insuficiente sin los necesarios controles para verificar la eficacia y la eficiencia en la gestión pública. Un modelo similar al realizado en otros países integrados en la corriente continental como Francia o Alemania.

El modelo de control interno de la administración central de la Ley General Presupuestaria de 1977, como hemos indicado, supuso una innovación trascendental del modelo de Control Interno inspirado en los principios de la Declaración de Lima, aprobada en octubre de 1977 en el IX Congreso de la Intosai, organismo de la ONU en el que se integran los órganos fiscalizadores y Tribunales de Cuentas de los países de la ONU, que estableció las líneas básicas de fiscalización del sector público.

La Ley General Presupuestaria de 1977, instauró 3 mecanismos de control: la Función Interventora, el Control Financiero y el Control de Eficacia. Si bien debemos indicar que introdujo cierta confusión entre el Control Financiero y el Control de Eficacia al incluir en los objetivos del Control Financiero la definición del Control de Eficacia más tarde se solventó al considerar incluido el Control de Eficacia en el Control Financiero.

Era un modelo de control mixto que mantenía la función interventora de la corriente continental e incorporaba técnicas de control de países de la corriente anglosajona, como Inglaterra, EEUU, Australia, etc. Se pasa del estricto control de legalidad previo (sin abandonarlo) a un control a posteriori más enfocado a los resultados y las realizaciones, y que interfiere menos en la gestión. Supuso, además, la ampliación del objeto del control a la verificación de la buena gestión económico-financiera: economía, eficacia y eficiencia, así como la posibilidad de aplicación de técnicas o procedimientos de auditoría.

El Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria de 1988 (TRLGP) supuso el perfeccionamiento normativo del Modelo de Control Interno: recogió todas las modificaciones en materia de control, desde 1977 a 1988. Es a partir de 1988 cuando se aprueba abundante normativa reglamentaria de Control Interno, abordando conceptos y procedimientos como: Omisión de la intervención, ejercicio del Control Financiero en Sociedades Mercantiles y su compatibilidad con las auditorias de cuentas, tramitación de los informes de Control Financiero, ejercicio de los procedimientos de Control Financiero por la IGAE. Ante este cambio, se advierte una clara tendencia de la IGAE hacia el Control Financiero.

La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales (Ley 39/1988), supuso el inicio del proceso de modernización de la gestión pública en la Administración Local e incorporó los siguientes preceptos constitucionales en materia de control: legalidad, eficacia, economía y eficiencia.

La Ley 39/1988 adapta a la Administración Local, el TRLGP de 1988: un Modelo de Control Interno a imagen y semejanza del existente en la Administración General del Estado.

Las normas de la IGAE, definían al control interno como:


«El plan de organización y el conjunto de medidas, métodos y procedimientos con el objetivo:


	
•  De salvaguardar y proteger sus activos y recursos.

	
•  De asegurar la fiabilidad e integridad de la información.

	
•  De asegurar el cumplimiento de la normativa aplicable.

	
•  De garantizar una gestión eficiente y eficaz de los recursos públicos.

	
•  De garantizar que se consigan de manera eficaz y eficiente las metas y los objetivos establecidos en los programas.»





Tradicionalmente se ha clasificado el control interno en dos grandes grupos:


	
•  Control interno contable:Integrado por el conjunto de políticas y procedimientos encaminados a la protección y salvaguarda de los activos de la entidad y en la fiabilidad de la información contenida en los registros contables.



	
•  Control interno administrativo:



Engloba los controles encaminados al cumplimiento de los objetivos, fines, procedimientos, etc. que fija la dirección de la entidad.

Las normas de auditoría de la IGAE desdoblaban el control interno administrativo en dos:


	
•  El control de cumplimiento de la legalidad, en el que se engloba el conjunto de métodos y procedimientos destinados a verificar si se cumple con la normativa aplicable.

	
•  El control de gestión, definido como el conjunto de normas y procedimientos establecidos con el objetivo de verificar si las actividades de la entidad o del programa se realizan de forma eficaz y eficiente.



Si hasta la aprobación de la Ley 39/1988, el modelo de control existente en la Administración Local estaba basado únicamente en el control de legalidad, se podría definir como dentro del modelo continental «acto a acto», un sistema de control «paralizante» que no tenía en cuenta los requerimientos del gestor, la Ley 39/1988 dota al modelo de control de 3 mecanismos de control: Función Interventora, Control Financiero y Control de Eficacia, como ya pasó en la Administración General del Estado con la Ley General Presupuestario de 1977.

Esta Ley, estableció en las corporaciones locales un modelo de control mixto que mantuvo la función interventora de la corriente continental e incorporó técnicas de control de la corriente anglosajona y aportó aspectos fundamentales para el ejercicio del control interno. No obstante, hay que señalar que se mantuvo la confusión entre el Control Financiero y el Control de Eficacia al incluir en los objetivos del Control Financiero la definición del Control de Eficacia.

En la Ley 39/1988 se define el objeto de la función interventora y del control financiero en los siguientes términos:


	
•  Función interventora: fiscalizar todos los actos de la entidad local y de sus organismos autónomos que den lugar a reconocimiento y liquidación de derechos y obligaciones o gastos de contenido económico, los ingresos y pagos que de aquellos se deriven y la recaudación, inversión y aplicación, en general, de los caudales públicos administrados, con el fin de que la gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso.

	
•  Control financiero: comprobar el funcionamiento en el aspecto económico-financiero de los servicios de la entidad local, de sus organismos autónomos y de las sociedades mercantiles de ella dependientes e informar acerca de la adecuada presentación de la información financiera, del cumplimiento de las normas y directrices que sean de aplicación y del grado de eficacia y eficiencia en la consecución de objetivos previstos. Este control se realizará por procedimientos de auditoria.



La primera modificación que se introduce a la Ley 39/1988 en materia de control interno fue la introducida por Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social (LMFAOS), en la que se regularon los gastos no sometidos a intervención previa. Por ello, aquellas entidades locales que habían implantado modelos más intensivos en control financiero, las intervenciones locales de estas corporaciones se vieron obligadas a realizar el análisis y adaptación de la normativa estatal, debiendo adoptar un papel activo de reguladores y promotores del control: «Autorregulación».

Con la aprobación del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, por RDL 2/2004, el legislador se limitó a renumerar el articulado de la Ley 39/1988 sin haber adaptado el Control Interno a la Ley General Presupuestaria de 2003, ni haber tenido en cuenta las modificaciones de la Ley 57/2003, de Medidas de Modernización Gobierno Local, por la que se adiciona a la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de Bases del Régimen Local (LBRL) el régimen de organización de los municipios de gran población. En el artículo 136 de la LBRL se asigna a la Intervención General Municipal el control y la fiscalización de la gestión económica-financiera y presupuestaria (Función Interventora, Control Financiero y Control de Eficacia) y se establece la segregación de las funciones de contabilidad y fiscalización.

Pese a todos estos inconvenientes, poco a poco, muy poco a poco, el Control Financiero va alcanzando mayor peso específico.

Con la llegada de la crisis se puso de manifiesto la necesidad de un control eficaz de los fondos públicos, además de la exigencia de los ciudadanos para más y mejores controles que aporten información para la toma de decisiones de la gestión pública y para que ésta sea transparente. En este sentido, con la aprobación de la Ley 27/2013, 27 diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local se modificó la definición del control interno del artículo 213 del RDL 2/2004, mediante el nuevo redactado introducido por el número Dos del artículo segundo de la LRSAL:


«Se ejercerán en las Entidades Locales con la extensión y efectos que se determina en los artículos siguientes las funciones de control interno respecto de su gestión económica, de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles de ellas dependientes, en sus modalidades de función interventora, función de control financiero, incluida la auditoría de cuentas de las entidades que se determinen reglamentariamente, y función de control de la eficacia.

A propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, el Gobierno establecerá las normas sobre los procedimientos de control, metodología de aplicación, criterios de actuación, derechos y deberes del personal controlador y destinatarios de los informes de control, que se deberán seguir en el desarrollo de las funciones de control indicadas en el apartado anterior.

Los órganos interventores de las Entidades Locales remitirán con carácter anual a la Intervención General de la Administración del Estado un informe resumen de los resultados de los citados controles desarrollados en cada ejercicio, en el plazo y con el contenido que se regulen en las normas indicadas en el párrafo anterior.»



Como se observa, la nueva redacción del artículo 213 del RDL 2/2004, en poco ha modificado el modelo de control interno en la Administración Local, persistiendo en incluir como función el control de eficacia. Lo que sí que se ha incluido expresamente es la auditora de cuentas dentro del control financiero, pero no se ha acercado la definición del modelo de control al de la AGE establecido en la Ley General Presupuestaria de 2003, dejando para el posterior desarrollo reglamentario, el verdadero impulso de un nuevo modelo de control interno.

Lamentablemente la realidad obtenida de los resultados del modelo de control interno aprobado en la Ley 39/1988, renumerado en el RDL 2/2004 y redefinido en la LRSAL, evidencian que las administraciones locales mantenían sólo «una apariencia de control». Esta realidad se puso de manifiesto en el Informe del Tribunal de Cuentas a las Cortes sobre esta materia, Moción 722, aprobada por el Pleno del Tribunal de Cuentas el 20 de julio de 2006, sobre el control interno, llevanza de la contabilidad, gestión de personal y contratación de las Entidades Locales. En ella se indican las deficiencias observadas por el Tribunal de Cuentas respecto del control interno en las administraciones locales y que se resumen a continuación:


	
a)  Respecto al ejercicio de la función interventora:
	
•  No se ejerce de forma adecuada y completa en la mayoría de las Entidades, debido a que no se realiza de forma sistemática la fiscalización previa de todos los actos, documentos o expedientes susceptibles de producir derechos u obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos de valores.

	
•  En aquellas Entidades en las que el Pleno ha acordado la intervención previa limitada de obligaciones y derechos, se incumple de forma generalizada la obligación de realizar otra plena posterior sobre una muestra representativa.

	
•  En los casos en que se realiza la plena posterior, ésta no se documenta mediante informes escritos en los que consten las conclusiones.

	
•  El ejercicio de estas funciones está sensiblemente condicionado por:
	
-  La falta de personal funcionario habilitado nacional

	
-  La inadecuada segregación de funciones (contabilidad, gestión, …)

	
-  La dependencia orgánica de los responsables









	
b)  Respecto al ejercicio de la función de control financiero y de eficacia:
	
•  El control financiero no se ejerce en la mayoría de las Entidades Locales, ni respecto de la propia Entidad ni a sus entes dependientes.

	
•  En los casos en los que se realiza, no se documenta mediante informe que, junto con las alegaciones del ente auditado, se remita al Pleno para su examen.

	
•  No se ejerce el control de eficacia por la generalizada falta de definición de objetivos.

	
•  No se elaboran la memoria justificativa del coste y rendimiento de los servicios ni la memoria demostrativa del grado de cumplimiento de los objetivos.

	
•  Dependencia funcional de los funcionarios que realizan estos controles.







El propio Tribunal propone una serie de recomendaciones de mejoras, entre las que destacan:


	
•  El desarrollo reglamentario del régimen de control y fiscalización que prevé el RDL 2/2004 en su triple acepción de función interventora, función de control financiero y de eficacia.

	
•  El desarrollo de un régimen estatutario de los funcionarios de habilitación de carácter nacional similar al de los interventores de la Administración del Estado, para poder ejercer un control con plena autonomía respeto del órgano o entidad objeto de control.

	
•  Restringir los supuestos de nombramiento por libre designación.

	
•  Adoptar las modificaciones normativas pertinentes para evitar que los funcionarios con habilitación nacional asuman funciones de gestión y administración por ser necesaria la segregación de funciones para garantizar la independencia.

	
•  Impulsar las agrupaciones de municipios para el sostenimiento del puesto de Secretaría-Intervención

	
•  Impulsar el apoyo de las Diputaciones y de las Comunidades Autónomas Uniprovinciales a las Entidades de menor dimensión en las funciones interventoras y de control interno.



La realidad imperante en la administración local es que el control interno que se realiza en la mayoría de las entidades esta, exclusivamente, basado en la función interventora, lo que conlleva, por múltiples motivos, la imposibilidad de llevar a cabo el control financiero. Si, además, consideramos la falta de agilidad en la realización del control, que condiciona un malestar generalizado por el excesivo tiempo de tramitación de los expedientes, observamos la necesidad de moverse hacia un nuevo modelo más dinámico, en línea con las tendencias internacionales de control interno para el sector público y privado, que se publicaron en la década de los 90 y que, por tanto, ya no pueden considerarse nuevas. Respecto estas tendencias en control interno, se difundieron en varios países una serie de informes que presentan un enfoque integrador sobre el control interno, es decir, el control interno se interpreta como un sistema que abarca y atraviesa a la organización en todas sus áreas, operaciones y funciones. Cabe mencionar los más conocidos:


	
•  Informe COSO, que fue publicado en 1992 en Estados Unidos por el Comitte of sponsoring organizations of the Treadway Comission (COSO), creado en 1985 por asociaciones de profesionales de las áreas contables y financieras y auditores internos y externos con el objetivo de mejorar la calidad de la gestión financiera mediante la mejora organizativa, las normas éticas y el control interno.

	
•  Informe CoCo, elaborado por la Junta de Criterios de Control del Instituto Canadiense de Contadores Matriculados (The Canadian Institute of Chartered Accountants), publicado en 1995.

	
•  Informe Cadbury: producido por el Cadbury Committee (Reino Unido) sobre Control Interno e Información Financiera («Internal Control and Financial Reporting»).

	
•  Código Olivencia e informe Aldama (España).



Para algunos autores como Alejandro Parres en su artículo «Diseño de un modelo de control interno orientado a resultados» el control interno basado en la función interventora es consustancial con el modelo burocrático de organización imperante en la Administración pública española, caracterizado por una cultura en la que impera una racionalidad basada en la obediencia a la norma, una racionalidad jurídica o legal que intenta eliminar cualquier indicio de discrecionalidad en el actuar administrativo.

Los defensores de los modelos de control interno basados en la función interventora mantienen la percepción idealizada de que el establecimiento de controles previos amplios sobre el cumplimiento estricto de las normas e instrucciones que conforman los procedimientos de la gestión económica financiera, garantizan la inexistencia de irregularidades y la pureza en la gestión. Nada más lejos de la realidad, pues los controles financieros realizados «a posteriori» sobre expedientes y aspectos que en la revisión previa se han fiscalizado de conformidad, han evidenciado irregularidades no detectadas en la misma. De igual forma, mediante la revisión previa formal de los expedientes de justificación de las subvenciones no es posible garantizar la correcta aplicación de los fondos públicos al objeto de la subvención. Por último, el descubrimiento de múltiples casos de corrupción en las administraciones públicas no evidencia eficacia en la detección de irregularidades por la función interventora cuando éstas no se han detectado en su revisión previa.

Por otra parte, las relaciones entre el órgano de control y los centros gestores del gasto en un modelo de función interventora, se desarrollan en base a la desconfianza, de tal manera que el centro gestor no asume la responsabilidad que le corresponde sobre sus actuaciones en la seguridad de que el órgano de control efectuara el control y tutela sobre las mismas en su función de respeto de la normativa vigente.

Sin embargo, en ningún caso, el órgano de control debe suplir, controlar o tutelar a los centros gestores, los cuales deben ser los responsables de las actuaciones que promuevan o impulsen pues, en caso contrario, el órgano de control ante la detección de errores reacciona incrementando las exigencias en el control previo, el centro gestor relaja su responsabilidad y se generan más errores.

En esta etapa en la que ha prevalecido en la administración local el clásico modelo burocrático, ha dominado el modelo de control interno basado en la función interventora, un control de carácter previo encaminado únicamente a garantizar la legalidad formal en las actuaciones de gestión económica financiera, frente a modelos de control que, además de mantener los objetivos de control de legalidad, atienda a los principios de eficacia, economía y eficiencia.

Esta disyuntiva se ha resuelto siempre a favor de los modelos de función interventora amparándose en los clásicos motivos de falta de personal, falta de formación adecuada en procedimientos de auditoría y falta de desarrollo reglamentario adecuado y, en este contexto, los órganos de control han venido incrementando el alcance y los aspectos a fiscalizar en previa limitada. Por todo ello, esta tendencia, en cuanto a la extensión de la fiscalización previa, ha propiciado la concepción de esta función como «paralizante» e incompatible con una gestión pública eficiente y eficaz. Asimismo, ha generado un hábito incorrecto en el centro gestor que, por comodidad, evita la realización correcta del expediente, esperando que sea el órgano de control interno el que lo componga o enmiende.

Sin embargo, entendemos que un modelo de control interno acorde con una gestión pública eficiente y eficaz, con el propósito de superar el clásico modelo burocrático, debe incorporar como objetivo, respecto a la función interventora, el reducir al máximo la incidencia de la fiscalización en el plazo de tramitación de los expedientes de tal forma que las comprobaciones en fiscalización previa deben limitarse, tras efectuar un análisis de riesgos en los procedimientos de la gestión económica financiera, a aquellas que exige la normativa vigente, a las que sean necesarias para la gestión y coordinación de los procesos y a aquellas que, de no realizarse, pudieran producir un perjuicio económico- patrimonial grave e irreversible y, en ningún caso, deben tener la voluntad de suplir, controlar o tutelar a los centros gestores que deben ser los principales responsables de las actuaciones que promuevan o impulsen.

Hay que tener en cuenta las exigencias actuales de transparencia en la gestión económica desarrollada por una Entidad local, ya que conlleva que su actividad financiera esté sujeta a diversos procedimientos de control interno que pueden concretarse en tres aspectos:


	
•  Verificar el cumplimiento de la normativa que resulte de aplicación a la gestión objeto del control (control de legalidad).

	
•  Verificar el adecuado registro y contabilización de las operaciones realizadas, y su fiel y regular reflejo en las cuentas y estados que, conforme a las disposiciones aplicables, deba formar cada órgano o entidad.

	
•  Evaluar que la actividad y los procedimientos objeto de control se realizan de acuerdo con los principios de buena gestión financiera: economía, eficacia y eficiencia.



La aprobación del RD 424/2017, que entró en vigor el 1 de julio de 2018, supone una oportunidad real de cambio en el modelo de control interno que se lleva a cabo en estas entidades, pasando de un modelo centrado exclusivamente en el control de legalidad a un modelo en el que, además de velar por ajustar los procedimientos y operaciones de la gestión económico presupuestaria a la normativa vigente, se verifique que dicha gestión se adecua a los principios de buena gestión financiera, economía, eficacia y eficiencia.

Este nuevo modelo de control interno, previsto en el RD 424/2017, en consonancia con las teorías actuales de control interno en el sector público, debe estar diseñado dentro de las corporaciones locales, para proporcionar una seguridad razonable, sin olvidar las nuevas tendencias organizativas y de gestión que intentan superar el clásico modelo burocrático, con el respecto al cumplimiento de los objetivos acerca de:


	
•  La efectividad y eficacia de las operaciones.

	
•  La fiabilidad de la información financiera.

	
•  El cumplimiento de las leyes y normativas aplicables.



De esta forma, el modelo de control interno debe posibilitar la implantación de sistemas de gestión de la calidad que permitan la evaluación, seguimiento de los objetivos y la mejora continua del mismo.

La definición por escrito de los procedimientos y objetivos del control, colabora en crear un entorno más favorable para el paso de un modelo clásico de control a otro más dinámico y completo. La implantación y mantenimiento de un sistema de gestión de calidad permitirá:


	
•  Enfocar los servicios prestados por el órgano de control interno a satisfacer las necesidades y expectativas de sus usuarios, los gestores de gastos e ingresos, cumpliendo con los requisitos establecidos.

	
•  Mejorar continuamente la eficacia del sistema en la prestación del servicio, cumpliendo con la legislación, normas y especificaciones aplicables mediante la revisión periódica de cumplimiento de objetivos

	
•  Introducir un sistema de mejora continua para la identificación de procesos mejorables.



No hay que olvidar en el diseño del modelo de control interno que, de acuerdo con la Declaración de Lima, el control interno no debe ser un fin en sí mismo, sino un instrumento para mejorar los procedimientos de la gestión económica financiera.

3.  Las nuevas tendencias del ci: el informe coso, el informe coco, el informe cadbury, el informe aldama y el código olivencia

El movimiento de reforma de los gobiernos corporativos que se inicia en Estados Unidos en los años 80, lleva a plantear la conveniencia de implantar la presentación de informes sobre el sistema de control interno de las entidades públicas, de forma similar a las grandes empresas del sector privado, como práctica de buena conducta, y debido también, a la exigencia de mayor transparencia e información a la sociedad sobre la adecuada gestión de los recursos públicos, ya que hasta el momento, el sector público no llevaba a cabo ninguna acción al respecto.

Un buen gobierno implica la existencia de políticas, estrategias y controles orientados a la consecución de los objetivos y a garantizar que las empresas utilizan sus recursos de una manera eficaz, además de asegurar la existencia de un sistema para el control y gestión de los recursos.

Además, cada vez, tomaba más importancia el concepto de transparencia de la información y que los informes derivados del control estuvieran a disposición de los interesados, ya fuesen trabajadores, clientes, accionistas o cualquiera que pudiera tener la condición de interesado.

En el año 1987, en Estados Unidos, se creó la Comisión de Treadway, formada por cinco organizaciones de contadores y auditores de los Estados Unidos:


	
•  La Asociación Americana de Contabilidad (AAA).

	
•  El Instituto Americano de Contadores Públicos Certificados (AICPA).

	
•  El Instituto de Auditores Internos (IIA).

	
•  El Instituto de Contadores Gestión (IMA).

	
•  Instituto de Ejecutivos Financieros (FEI).



Lo que originó la creación de esta Comisión fueron los acontecimientos de 1985 en Estados Unidos que, debido a las malas prácticas por parte de las empresas, generaron una crisis en el sistema financiero de esa época. La Comisión Treadway realizó estudios sobre los factores que llevaron a las empresas a la presentación de información financiera fraudulenta, elaborando un informe con recomendaciones y destinado a todo tipo de organizaciones, principalmente a las reguladas por la SEC (Securities and Exchange Commission - Comisión de Mercados y Valores de Estados Unidos). Las observaciones de los informes elaborados por esta Comisión se convirtieron en una referencia para el resto de las Comisiones.

Ya en el año 1991, en Gran Bretaña, se creó el «Comité de los aspectos financieros de Gobierno Corporativo» dirigido por Adrian Cadbury, que elaboró el Informe Cadbury titulado Aspectos Financieros del Gobierno Corporativo, como respuesta a los escándalos corporativos de BCCI, Polly Peck y Maxwell, y fue seguido por la creación del Código de Gobierno Corporativo del Reino Unido. En este Informe se establecieron recomendaciones sobre la disposición de los consejos de administración y sistemas de contabilidad para mitigar gobierno corporativo, riesgos y fracasos. El informe fue publicado en la versión en borrador en mayo de 1992 y su versión revisada y final fue publicada en diciembre del mismo año. Las recomendaciones del informe se utilizaron en diversos grados para establecer otros códigos, como los de la OCDE, la Unión Europea, el Estados Unidos, el Banco Mundial, etc.

Este informe tenía el fin de estudiar aspectos financieros y de control de las sociedades, en el que se ponían de manifiesto que los miembros del consejo tienen que mantener un sistema de control interno sobre la gestión económica y financiera de la entidad, que establezca procedimientos para reducir al mínimo el riesgo de fraude. A tal fin, se recomienda en el Informe que el consejo de administración incluya en el informe y en las cuentas una declaración sobre la eficacia del sistema de control interno y que los auditores informen al respecto.

Los aspectos principales de este código son los siguientes:


	
•  La división de responsabilidades en la parte superior de las estructuras jerárquicas debe estar perfectamente definida, y principalmente en el puesto de presidente de la corporación, ya que debe estar separado del CEO, o debe haber una clara independencia respecto del Consejo de Dirección.

	
•  La mayoría del Consejo de Dirección debe estar compuesto por directivos externos.

	
•  Los comités de remuneración para los miembros del Consejo deben estar integrados la mayoría, por directores no ejecutivos.

	
•  El Consejo debe designar un Comité de Auditoría que incluya al menos tres directores no ejecutivos.



En el ámbito de la Administración Pública, el Comité del Sector Público de la Federación Europea de Expertos Contables, estableció cuales debían ser los tres principios fundamentales del gobierno de las instituciones:


	
•  Transparencia

	
•  Integridad

	
•  Rendición de cuentas



Estos principios, definidos en el informe Cadbury en el contexto del sector privado, deberían adaptarse al sector público, considerando:


	
•  La transparencia hacia los ciudadanos o cualquiera que tenga la condición de interesado.

	
•  La integridad basada en la honestidad.

	
•  La rendición de cuentas de los órganos de gobierno.



En el año 1992 se presentó el Informe COSO (Committe of Sponsoring Organizations of the Treadway Commission) (COSO I), elaborado por la Comisión Treadway, con los objetivos de definir un nuevo marco conceptual de control interno capaz de integrar las diversas definiciones y conceptos que se utilizaban sobre este tema y de responsabilizar a todos los miembros de la organización de la existencia de un adecuado sistema de control interno, comenzando por el consejo de administración y por la alta dirección. La estructura de este informe se dividía en cinco componentes: Ambiente de control, Evaluación de riesgos, Actividades de control, Información y comunicación y Supervisión.

El control interno antes de 1992 no tenía el mismo significado para todos, existiendo diversas definiciones que generaban muchas interpretaciones a nivel personal y entendimiento. Este movimiento permitió que académicos, legislativos, directores de empresas, auditores internos y externos y líderes empresariales desarrollaran una referencia conceptual común de lo que significaba el control interno, a pesar de las diferentes definiciones y conceptos que existían al respecto.

Los controles internos se deben diseñar e implantar con el fin de detectar, en un plazo deseado, cualquier desviación respecto a los objetivos de rentabilidad establecidos para cada empresa y, de prevenir cualquier acontecimiento que pueda evitar la consecución de los objetivos, la obtención de información fiable y oportuna y el cumplimiento de leyes y reglamentos. Los controles internos fomentan la eficiencia, reducen el riesgo de pérdida de valor de los activos y ayudan a garantizar la fiabilidad de los estados financieros y el cumplimiento de las leyes y normas vigentes.

En sentido amplio, se define el control interno como un proceso efectuado por el consejo de administración, la dirección y el resto del personal de una entidad, diseñado con el objetivo de proporcionar un grado de seguridad razonable en cuanto a la consecución de objetivos dentro de las categorías:


	
•  Eficacia y eficiencia de las operaciones.

	
•  Grado de confianza de la información financiera.

	
•  Cumplimiento de las leyes y normas aplicables.



De esta definición se desprenden conceptos fundamentales:


	
•  El control interno es un proceso, un medio utilizado para la consecución de un fin, no un fin en sí mismo.

	
•  El control interno lo llevan a cabo las personas, no se trata sólo de manuales de políticas e impresos, sino de personas en cada nivel de la organización.

	
•  El control interno sólo puede aportar un grado de seguridad razonable, no la seguridad total, la dirección y el consejo de administración de la entidad.

	
•  El control interno está pensado para facilitar la consecución de objetivos propios de cada entidad.



También hay que hacer referencia a lo que no se puede conseguir con el control interno, ya que el control interno sólo puede dar un grado de seguridad razonable, no absoluto, a la dirección y al consejo, en cuanto a la consecución de los objetivos de la entidad. El control interno no puede hacer que un gerente malo se convierta en un buen gerente. Además, la eficacia de los controles se verá limitada por el riesgo de errores humanos en la toma de decisiones, decisiones que deberán tomarse basadas en el juicio humano, dentro de unos límites temporales, la base de la información disponible y bajo la presión diaria de la actividad laboral. A pesar de estar bien diseñados, los controles internos pueden fallar, puede que el personal comprenda mal las instrucciones o que se cometan errores de juicio, errores debido a la dejadez, fatiga o distracciones.

El sistema de control interno no puede ser más eficaz que las personas responsables de su funcionamiento. Incluso, en aquellas entidades que tienen un buen ambiente de control, existe la posibilidad de que el personal directivo eluda el sistema de control interno. El término «elusión de los controles por la dirección», en el sentido en que se emplea aquí, se refiere a la omisión de políticas o procedimientos establecidos con fines ilegítimos, con ánimo de lucro personal o para mejorar la presentación de la situación financiera o para disimular el incumplimiento de obligaciones legales. La elusión incluye prácticas tales como actos deliberados de falsificación ante bancos, abogados, contadores y proveedores, así como la emisión intencionada de documentos falsos entre otros. La elusión no debe confundirse con la intervención, términos que se refieren a los actos de la dirección efectuados con fines legítimos, que se desvían de las políticas y procedimientos establecidos. La intervención de la dirección es necesaria para hacer frente a transacciones o eventos puntuales y no recurrentes que, de otro modo, no serían procesados correctamente por el sistema de control. Las intervenciones se realizan de manera abierta y tienen su correspondiente soporte documental, mientras que la elusión normalmente ni se documenta ni se comunica, en un claro intento de encubrir los hechos.

La confabulación de dos o más personas puede provocar fallos en el sistema de control, cuando las personas actúan de forma colectiva para cometer y encubrir un acto, los datos financieros y otras informaciones de gestión se pueden ver alterados de una manera no identificable por el sistema de control.

El control interno es, hasta cierto punto, responsabilidad de todos los empleados, ya que casi todos producen información, se introduce en el sistema objeto de control, o bien, realizan las funciones propias de la actividad control.

En Canadá también surge el interés por el gobierno corporativo y, en el año 1995, The Canadian Institute of Chartered Accountants (CICA) publica el primero de cinco documentos relativos a un modelo de control, titulado Guidance on Control, que es conocido como el Informe COCO (Criteria of Control Board). Este informe, es el resultado de una profunda revisión sobre los resultados del informe COSO y cuyo propósito fue hacer el planteamiento de un informe más sencillo y comprensible, ante las dificultades que en aplicación de COSO, enfrentaron algunas organizaciones. El resultado es un informe claro, conciso y dinámico, encaminado a mejorar el control y en el que se define el control interno de forma casi idéntica a la que se estableció en el informe COSO.

La diferencia fundamental entre el informe COSO y el informe COCO radica en que en lugar de conceptualizar el proceso de control como una pirámide de componentes y elementos interrelacionados (COSO), plantea un marco de referencia a través de unos criterios generales, que todo el personal de la organización podrá utilizar para diseñar, desarrollar, modificar y/o evaluar el control (COCO).

A su vez, las similitudes más destacables entre el informe COSO y el informe COCO son en que ambos abordan al Control Interno como un proceso, además de establecer como premisa que todo el personal dentro del ámbito de una organización tiene participación y responsabilidad en el proceso de control.

El Informe COCO ha sido adoptado en todo el territorio de los Estados Unidos, y entre otros, el Banco Mundial y otros organismos financieros del mundo.

En esta misma línea, en el año 1998, en España se presentó públicamente el informe Olivencia. El objetivo fundamental era fomentar la transparencia de las empresas españolas, después del caso Enron, los escándalos de doble contabilidad, así como otras irregularidades en las retribuciones de miembros de los Consejos de Administración. Más tarde, en 2003, se publicó el informe de la Comisión especial para el fomento de la transparencia y seguridad en los mercados y en las sociedades cotizadas, conocido como el Informe Aldama, sucesor del Informe Olivencia.

En el año 2004, la organización COSO publicó el Enterprise Risk Management - Integrated Framework (Marco integrado de Gestión de Riesgos) o conocido como COSO II o COSO-ERM. Este informe dio un nuevo enfoque a las prácticas del concepto de control interno, e introdujo la importancia de una gestión de riesgos adecuada, remarcando la importancia que todos los niveles de la organización deben involucrarse.

Este informe surgió como consecuencia de los acontecimientos producidos a partir del 2001 por Enron, WorldCom y otras empresas de los Estados Unidos.

COSO II es una herramienta para la identificación, evaluación y gestión del riesgo, dándole mucha importancia a los acontecimientos previos a la materialización del riesgo. Este Informe pasó de tener una estructura de cinco componentes a una de ocho, añadiendo a los componentes que formaban COSO I, los siguientes: establecimiento de objetivos, identificación de eventos que tengan impacto en el cumplimiento de los objetivos y respuesta a los riesgos, para determinar las acciones a realizar para hacer frente a los riesgos identificados.

La gestión de riesgos es definida en COSO II como «un proceso efectuado por el Consejo de administración de una entidad, su dirección y restante personal, aplicado en la definición de la estrategia y en toda la entidad y diseñado para identificar eventos potenciales que puedan afectar a la organización y gestionar sus riesgos dentro del riesgo aceptado, proporcionando una seguridad razonable sobre el logro de objetivos.»

Cabe destacar que COSO II no sustituye el marco de control interno, sino que pasa a ser parte integral del mismo y permite la mejora en las prácticas de control interno, ayudando a la organización a visualizar el riesgo de los acontecimientos, tanto positivos como negativos, denominados oportunidades y amenazas.

En 2013, la organización COSO, publicó un tercer informe, Internal Control - Integrated Framework (Marco de Control Interno Integrado), conocido como COSO 2013 (COSO III). Los principales objetivos de COSO III son: aclarar los requerimientos del control interno, actualizar el contexto de la aplicación del control interno a los cambios de las organizaciones y ambientes operativos, y ampliar su aplicación al expandir los objetivos operativos y de emisión de informes. Este nuevo Marco de Control Interno Integrado permitió dar una mayor cobertura de los riesgos a los que se enfrentan las organizaciones, introduciendo estas novedades:


	
•  Mejora de la agilidad de los sistemas de gestión de riesgos para adaptarse a los entornos.

	
•  Mayor confianza en la eliminación de riesgos y consecución de objetivos.

	
•  Mayor claridad en cuanto a la información y comunicación.



Y, en el año 2017, se publicó un nuevo Informe COSO ERM 2017 (COSO IV). Los cambios más importantes respecto los informes anteriores se centran en la cultura de administración de riesgos, fortaleciendo mucho la cultura sobre el riesgo, y abordando expectativas y necesidades de los clientes. Con este Informe se quiere fomentar una cultura empresarial que sea consciente del riesgo y que ayude a las organizaciones a mejorar la manera en que identifican, evalúan y administran el riesgo y las oportunidades para lograr su estrategia. Esta visión global de negocio basada en la administración de riesgos genera en el accionista, en el consejo de administración, a los empleados, clientes y proveedores una sensación de tener un ambiente de confianza.

COSO ERM 2017 está estructurado a partir de 5 componentes y 20 principios para que el usuario pueda tener un panorama desde la estrategia hasta la ejecución. Estos cinco componentes son: Gobierno y Cultura, Estrategia y Establecimiento objetivo, Desempeño, Evaluación y revisión, e Información, Comunicación y Reporte.

COSO ERM 2017 ayuda a las organizaciones a tener beneficios tangibles en su administración de riesgos, ya que evalúa los riesgos con un medidor de desempeño y permite:


	
•  Conocer la metodología para identificar y controlar los riesgos.

	
•  Documentar los riesgos desde la estrategia para que puedan ser medidos.

	
•  Identificar los riesgos de forma específica estableciendo un medidor de desempeño para saber hacia dónde van los riesgos y cuál es el impacto que genera sobre el negocio.



Uno de los cinco principios de COSO ERM 2017 incluye el concepto de amenazas en Ciberseguridad, estableciendo de forma clara, las responsabilidades para la estrategia de gestión de riesgos. Todas las estrategias de tecnologías de la información y de seguridad de la información se deberán alinear a la estrategia de la empresa. Esta es una cuestión necesaria y esencial en todas las corporaciones, además, cabe tener en cuenta el nivel de digitalización que ya se está viendo en todo tipo de organizaciones, haciendo que la tecnología sea indispensable para el cumplimiento de COSO ERM 2017.

Por tanto, el sistema de control interno a implementar deberá ser eficiente y que permita enfrentarse a los cambios tecnológicos y los constantes retos del mundo moderno. Es responsabilidad de la administración y de los directivos desarrollar un sistema de control interno que pueda garantizar el cumplimiento de los objetivos de la organización y convertirse en una parte esencial de la cultura organizacional.

Utilizar COSO en las organizaciones ayudará a alcanzar, entre otros, los siguientes beneficios:


	
•  Promover la gestión de riesgos en todos los niveles de la organización.

	
•  Establecer directrices para la toma de decisiones de los directivos para el control de los riesgos y la asignación de responsabilidades.

	
•  Ayudar a la integración de los sistemas de gestión de riesgos con otros sistemas ya implantados en la organización.

	
•  Ayudar a la optimización de recursos.

	
•  Mejorar la comunicación en la organización.

	
•  Mejorar el control interno de la organización.



Es importante destacar que este tema se ha abordado de forma distinta en el sector privado y en el sector público, por lo que parece conveniente analizar la necesidad de implantar, en el sector público, los principios del gobierno corporativo y de la creación de comités de auditoría, ya que es responsabilidad de toda la corporación asegurar que se establezcan los controles necesarios y que éstos sean eficaces. El comité interno es quien debe conocer las debilidades y fortalezas de la entidad, del sistema de control interno, la evolución de los riesgos, y deben tener la información necesaria para conocer el grado de seguridad del sistema, en función de la cobertura de riesgos existente y de la importancia de los posibles reparos que se pongan de manifiesto en la evaluación del control interno.

4.  El modelo de control interno de las entidades locales en el TR de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y el RD por el que se regula el Régimen Jurídico del control interno en las entidades del sector público local

El control interno de la actividad económico-financiera es una exigencia constitucional que se rige, en el ámbito de la administración local, por lo establecido, fundamentalmente, en el RDL 2/2004, en sus artículos 213 a 222 y en el RD 424/2017.

El artículo 213 del RDL 2/2004, establece que las entidades locales ejercerán las funciones de control interno respecto de su gestión económica, de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles que de ellas dependan, en su triple acepción de:


	
•  Función interventora

	
•  Función de control financiero (control permanente y auditoría pública)

	
•  Función de control de eficacia



La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, modificó los artículos 213 y 218 del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, encomendando al Gobierno regular sobre los procedimientos de control y metodología de aplicación, criterios de actuación, derechos y deberes del personal controlador y destinatarios de los informes de control, con el fin de lograr, entre otros objetivos, un control económico-presupuestario más riguroso y reforzar el papel de la función interventora en las Entidades Locales.

El RD 424/2017 se aprobó para cumplir con la doble función de desarrollar reglamentariamente las previsiones incorporadas en el artículo 213 del RDL 2/2004 a raíz de la promulgación de la LRSAL y, a su vez, regular los procedimientos de control interno, la metodología de aplicación y los criterios de actuación, haciendo posible la aplicación generalizada de técnicas, como la auditoría en sus diferentes modalidades, en las entidades locales, en términos homogéneos a los desarrollados en otros ámbitos del sector público. Se trata de un planteamiento basado en el interés general, que afecta a la totalidad del sector público local, y que pretende asegurar la gestión regular de los fondos públicos, el empleo eficiente de los mismos y la sostenibilidad financiera de las Entidades Locales. A estos efectos, se regula el régimen de control sobre la base de la experiencia en el ejercicio de esta función y se configura un modelo consistente con el establecido para el sector público estatal.

En la siguiente tabla se muestra la regulación del ejercicio del control interno en el RDL 2/2004 y en el RD 424/2017, donde se observa claramente la poca regulación que había hasta el momento (8 artículos en el RDL 2/2004 vs 40 artículos en el RD 424/2017):








	Control interno
	RDL 2/2004
	RD 424/2017




	Disposiciones generales
	Art. 213 y 222
	Art. 1 a 6



	Función interventora
	Art. 214 a 219
	Art. 7 a 28



	Control financiero y eficacia
	Art. 220 y 221
	Art. 29 a 36



	Informe resumen y plan de acción
	Art. 213
	Art. 37 a 38



	Régimen de control simplificado
	-
	Art. 39 a 40





Cabe señalar el esfuerzo por armonizar los conceptos y términos empleados en las distintas normas reguladoras del control interno, local o estatal, ya que las diferencias no van más allá de cuestiones meramente semánticas, o bien se recogieron de conformidad con el marco técnico del momento en que se promulgó la normativa de referencia, sin haberse adaptado a los cambios legislativos.

El diseño del modelo de control en el RD 424/2017 respeta el principio de la autonomía local, en la medida en que se limita a establecer los estándares mínimos del régimen de control, por lo que corresponde a las distintas Corporaciones adaptar a su realidad los distintos instrumentos que se prevén, en función de los riesgos y de los medios disponibles. En este sentido, resulta particularmente novedosa la posibilidad de establecer mecanismos de colaboración o contratación orientados a lograr el mejor desempeño de la función, siempre con el objetivo último de garantizar el control efectivo de un porcentaje significativo de los recursos empleados.

El Reglamento de Control Interno se estructura de la siguiente manera:

• Título I - Disposiciones generales (6 artículos)

En este Título se aborda la regulación de las disposiciones comunes del ejercicio del control interno en las Entidades Locales conforme al artículo 213 del RDL 2/2004. De este modo, el capítulo I del Título I perfila el alcance objetivo y subjetivo del Reglamento, concretando los tipos de controles a realizar en función de la estructura organizativa o características de la entidad.

Además, desde el punto de vista técnico, en este Título I, se establece que el control interno se estructura en dos modalidades:


	
-  La función interventora, que tiene por objeto controlar los actos de la Entidad Local, de sus organismos autónomos, cualquiera que sea su calificación, y de los consorcios adscritos a estas entidades locales, que den lugar al reconocimiento de derechos o a la realización de gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la inversión o aplicación en general de sus fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso.

	
-  El control financiero, que tiene por objeto verificar el funcionamiento de los servicios del sector público local en el aspecto económico financiero para comprobar el cumplimiento de la normativa y directrices que los rigen y, en general, que su gestión se ajusta a los principios de buena gestión financiera, comprobando que la gestión de los recursos públicos se encuentra orientada por la eficacia, la eficiencia, la economía, la calidad y la transparencia, y por los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los recursos públicos locales. El control financiero así definido comprende las modalidades de control permanente y la auditoría pública, incluyéndose en ambas el control de eficacia.



El capítulo I del Título I también regula los principios generales del ejercicio del control interno, entre los cuales cabe destacar la obligatoriedad de asegurar un modelo de control efectivo estableciéndose unos umbrales mínimos y sobre la base de un análisis de riesgos consistente con los objetivos que se pretendan conseguir y las prioridades establecidas para cada ejercicio.

El capítulo II del Título I, de acuerdo con los principios del ejercicio de control interno y conforme a lo ya regulado en el ámbito estatal, desarrolla los deberes y facultades del órgano interventor siendo destacable el deber de poner en conocimiento del órgano competente las posibles infracciones administrativas, contables o penales que se puedan apreciar en el ejercicio de las funciones de control. El reglamento también pretende garantizar una mayor protección jurídica del personal controlador en el ejercicio de sus funciones, estableciendo que las Entidades Locales deberán adoptar las medidas necesarias para la defensa jurídica ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia de su participación en las actuaciones de control interno.

• Título II - De la función interventora (22 artículos)

Este Título desarrolla el ejercicio de la función interventora comprendiendo todas y cada una de las fases presupuestarias. La función interventora tendrá como objetivo principal la fiscalización e intervención previa de los actos de la Entidad Local y de sus organismos autónomos, cualquiera que sea su denominación, antes de que sean aprobados, y de susceptible repercusión económica, financiera y patrimonial. El Reglamento, además, diferencia dos situaciones distintas en el ejercicio de la función interventora, estableciendo la fiscalización previa por un lado y la intervención previa por otro.

El desarrollo de la función interventora podrá realizarse mediante la fiscalización e intervención previa ordinaria o bien mediante un régimen de fiscalización limitada previa. Dentro de esta última el Pleno está facultado para determinar un régimen de requisitos básicos que, al menos, deberá recoger, los extremos fijados por Acuerdo del Consejo de Ministros previsto en el artículo 152.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, con respecto al ejercicio de la función interventora en régimen de requisitos básicos. De acuerdo con lo anterior, se definen como requisitos o trámites esenciales mínimos en la fiscalización e intervención previa limitada, a los efectos de la formulación de los reparos que procedan, los extremos fijados en el Acuerdo del Consejo de Ministros.

Conforme a la nueva redacción del artículo 218 del RDL 2/2004, se recoge en el texto la habilitación a las Entidades Locales para poder elevar la resolución de las discrepancias al órgano de control competente por razón de la materia de la Administración que tenga atribuida la tutela financiera. La elevación de la resolución de discrepancias se dirigirá a la IGAE o, en el caso de que la Comunidad Autónoma tenga atribuida la tutela financiera, a la Intervención General de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la facultad de estos órganos para recabar los informes o dictámenes que sean necesarios a efectos de emitir informe.

Por último, se regulan en el Título II dos aspectos en el ejercicio de la función interventora que hasta este momento no estaban desarrollados. Por un lado, el ejercicio de la función interventora en la fase de intervención de la comprobación material de la inversión, reflejándose en el texto unos requisitos mínimos para el desarrollo de estas actuaciones, y, por otro lado, el procedimiento a seguir en caso de producirse alguna omisión de la función interventora que, de conformidad con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, constituiría una infracción muy grave en los términos establecidos en esta norma.

En el entorno del RDL 2/2004, los artículos 213 a 219 regulan, con carácter general, el ejercicio de la función interventora, los reparos (art. 215), efectos de los reparos (art. 216) y las discrepancias (art. 217) y los informes sobre resolución de discrepancias (art. 218), y también se recoge la fiscalización previa (art. 219), con el reconocimiento de la fiscalización previa limitada. En un sentido amplio, se puede definir la función interventora como el conjunto de actuaciones que tienen por objeto fiscalizar todos los actos de las entidades locales y de sus organismos autónomos que den lugar al reconocimiento y liquidación de derechos y obligaciones o gastos de contenido económico, los ingresos y pagos que de aquéllos se deriven, y la recaudación, inversión y aplicación, en general, de los caudales públicos administrados, con el fin de que la gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso.

• Título III - De la función de control financiero (8 artículos)

En este Título, cabe destacar que es donde se producen importantes novedades debido al inexistente desarrollo sobre esta materia en el ámbito local. Este Título se estructura en cuatro capítulos:

	
-  El Capítulo I, refleja los aspectos generales del control financiero detallando las formas de ejercerlo, así como las facultades específicas del órgano de control en lo referente a la obtención de la información y la documentación necesaria para el desarrollo de sus trabajos de control financiero.Como novedad importante a destacar, el texto desarrolla la necesidad y obligatoriedad de llevar a cabo una adecuada planificación del control financiero. Para ello, se introduce como requisito básico que el órgano interventor elabore y adopte un Plan Anual de Control Financiero, del que deberá informar a la Entidad Local, incluidas las modificaciones o alteraciones que se produzcan. El Plan Anual del Control Financiero, sobre la base de un análisis de riesgos, deberá asegurar, conjuntamente con el ejercicio de la función interventora, al menos, un control efectivo del ochenta por ciento del presupuesto general consolidado.

- Los Capítulos II y III, y siguiendo un paralelismo con el control financiero que ya se viene realizando en el ámbito estatal, pero adaptado a las peculiaridades del ámbito local, regulan el desarrollo del control financiero del sector público local mediante dos regímenes:

a) Modalidad de control permanente: tendrá como objetivo comprobar, de forma continua, que la actividad económico-financiera realizada por el sector público local se ajusta al ordenamiento jurídico y a los principios generales de buena gestión financiera.

Tal y como establece la IGAE en respuesta a una consulta sobre los informes de control permanente, el alcance del control permanente se puede sistematizar, a su vez, de acuerdo con el siguiente esquema:


	
1)  Actuaciones de control permanente planificables:
	
-  Las que derivan de una obligación legal.

	
-  Las seleccionadas anualmente por el órgano de control sobre la base de un análisis de riesgos.





	
2)  Actuaciones de control permanente no planificables: derivan de una obligación legal y en ningún caso pueden incluir actuaciones de carácter voluntario del órgano de control.






b) Modalidad de auditorías públicas: consistirá en la verificación, realizada con posterioridad y efectuada de forma sistemática, de la actividad económico-financiera del sector público local, mediante la aplicación de los procedimientos de revisión selectivos contenidos en las normas de auditoría e instrucciones que dicte la IGAE. Esta modalidad comprenderá las auditorías de cuentas anuales, de cumplimiento y operativas.

Asimismo, el control financiero incluirá el control de eficacia que consistirá en verificar el grado de cumplimiento de los objetivos programados, del coste y rendimiento de los servicios de conformidad con los principios de eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los recursos públicos locales.

- El Capítulo IV concreta los criterios básicos en relación con la formalización y tramitación de los resultados obtenidos del control. Para ello, se regula en este apartado lo referente a los informes, pretendiendo la norma que estos mantengan una homogeneidad, y expresen de forma clara, objetiva y ponderada los hechos comprobados, las conclusiones obtenidas y las recomendaciones que procedan.

Adicionalmente, se concreta la obligatoriedad de publicar en las sedes electrónicas corporativas, los informes de las auditorías de cuentas anuales junto a la información contable, conforme a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Cabe destacar, además, que el órgano interventor también deberá ejercer el control financiero sobre entidades colaboradoras y beneficiarios de subvenciones y ayudas concedidas por los sujetos que integran el sector público local, que se encuentren financiadas con cargo a sus presupuestos generales, de acuerdo a lo establecido en la Ley General de Subvenciones.

Así pues, la actividad subvencional está sometida a un plus de control respecto al resto de actividad económico-financiera del sector público local, al establecerse un mecanismo de control sobre los beneficiarios y las entidades colaboradoras, es decir sobre agentes que están situados fuera del ámbito interno de la entidad local en donde el órgano interventor realiza sus funciones.

El siguiente esquema resume el modelo de control interno a aplicar por las entidades locales:
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• Título IV - Informe resumen y plan de acción (2 artículos)

Este Título introduce dos importantes novedades en el régimen de control interno en las Entidades Locales:


	
-  Por un lado, de conformidad con la nueva redacción del artículo 213 del RDL 2/2004, la obligatoriedad de remitir a la IGAE un informe resumen anual donde se reflejen los resultados del control interno, tanto del control ejercido en la modalidad de función interventora como en la modalidad de control financiero.

	
-  Por otro lado, y conforme a los resultados reflejados en el informe resumen mencionado anteriormente, las Entidades Locales deberán formalizar un plan de acción donde se determinen las medidas a adoptar para subsanar las debilidades, deficiencias o incumplimientos reflejados en dicho informe.



El artículo 213 del RDL 2/2004 establece que los órganos interventores de las Entidades Locales remitirán con carácter anual a la IGAE un informe resumen de los resultados de los citados controles desarrollados en cada ejercicio, en el plazo y con el contenido que se regulen en las normas establecidas al respecto. El desarrollo de este artículo se recoge en el artículo 37 del RD 424/2017, incluido en este Capítulo IV del Título II, que a su vez se ha visto desarrollado por las instrucciones dictadas por la IGAE en la Resolución de 2 de abril de 2020, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se establecen las instrucciones a las que habrán de ajustarse el contenido, estructura y formato del informe resumen, así como la solicitud del informe previo a la resolución de discrepancias y la remisión de información contable e informes de auditoría de cuentas anuales de las entidades del sector público local.

• Título V - Del régimen de control simplificado (2 artículos)

En el territorio español existe una gran heterogeneidad en el ámbito del sector público local, es por ello que, siguiendo un tratamiento paralelo y similar al ya establecido para el régimen contable local, se desarrolla un régimen de control simplificado de aplicación potestativa para aquellos municipios que cuentan con una menor dimensión en su actividad económico-financiera y que podrían encontrarse, en principio, en peores condiciones para asumir el régimen de control general. Por tanto, se estima conveniente adaptar un régimen de control a las necesidades reales de las Entidades Locales de más pequeña dimensión, debido, fundamentalmente, a la falta de medios personales y materiales.

• Disposiciones adicionales (7), derogatoria (1), transitoria (1) y finales (2).

En la línea de lo ya expuesto en el primer apartado y de conformidad con la LRSAL, la disposición adicional cuarta habilita a las Entidades Locales la posible formalización de Convenios con la Intervención General de la Administración del Estado. Asimismo, la disposición adicional tercera reconoce la necesidad de que el personal controlador cuente con el adecuado nivel de cualificación profesional y garantiza que la Intervención General de la Administración del Estado contribuirá a la consecución de dicho logro mediante la programación de iniciativas de formación, sin perjuicio de la que puedan promover otros agentes implicados en la formación de los funcionarios que desempeñen las tareas de control interno

Este control será ejercido sobre la totalidad de entidades que conforman el sector público local por los órganos de intervención en los términos establecidos en los artículos 213 y siguientes del RDL 2/2004 y en el RD 424/2017.

A los efectos del Reglamento de control, forman parte del sector público local:


	
•  La propia Entidad Local (ayuntamientos, diputaciones, mancomunidades, entidades locales menores, consejos comarcales…)

	
•  Los organismos autónomos locales.

	
•  Las entidades públicas empresariales locales.

	
•  Las sociedades mercantiles dependientes de la Entidad Local.

	
•  Las fundaciones del sector público dependientes de la Entidad Local.

	
•  Los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se efectúe mayoritariamente desde los Presupuestos Generales de la Entidad Local.

	
•  Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia adscritos a la Entidad Local de conformidad con la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

	
•  Las entidades con o sin personalidad jurídica distintas a las mencionadas en los apartados anteriores con participación total o mayoritaria de la Entidad Local.



En cualquier caso, el órgano de control deberá asegurar un modelo de control eficaz, lo que requerirá una planificación adecuada de todos los instrumentos de control interno que la normativa pone a disposición del órgano interventor, para poder diseñar su modelo de control. Esta planificación y el establecimiento de un modelo de control eran poco habituales en las entidades locales antes de la entrada en vigor del RD 424/2017. En este sentido, el artículo 4.3 del RD 424/2017 establece que el órgano interventor dispondrá de un modelo de control eficaz; no obstante, ante la falta de recursos humanos y materiales de que disponen las entidades locales, que en muchos casos son limitados, también deberá ser un modelo de control eficiente. Dicho modelo tiene que conseguir el objetivo marcado por el propio RD 424/2017 que es el de asegurar el control efectivo de, al menos, el ochenta por ciento del presupuesto general consolidado del ejercicio mediante la aplicación de las modalidades de función interventora y control financiero, y en el transcurso de tres ejercicios consecutivos y en base a un análisis previo de riesgos, deberá haber alcanzado el cien por cien de dicho presupuesto.

Un modelo de control eficaz y eficiente únicamente se puede lograr con una planificación adecuada de las actuaciones de control de que dispone el órgano interventor para lograr sus objetivos. Lograr un modelo eficaz de control, ayudará a alcanzar aquellas iniciativas orientadas a facilitar un mayor conocimiento por el Pleno de la planificación y los resultados de las actuaciones de control, así como la elaboración de informes resumen y su remisión a la IGAE, lo que facilitará un conocimiento global de la situación y dotará de mayor operatividad a la programación de formación en materia de control.

Esta regulación adaptada al sector público local, así como la aprobación del RD 128/2018, donde se establecen claramente las funciones atribuidas a los secretarios, a los interventores y a los tesoreros, ha permitido que los órganos gestores, políticos y resto del personal que forman las entidades locales tengan claras las funciones de cada órgano, así como las responsabilidades que asume cada uno, sobre todo, cuando no se procede de acuerdo a lo establecido en la normativa vigente. Además, tener bien definido un modelo de control, adaptado a las características de la Entidad Local, deberá permitir evitar que se produzcan situaciones como anteriormente sucedía, donde se le atribuía al órgano de control la paralización de la corporación, o bien, en muchas ocasiones se acababa produciendo una transferencia de la responsabilidad de los gestores a los órganos interventores, que derivaban en una inexistencia real de responsabilidad en los servicios públicos.

El cuadro siguiente recoge las características más importantes de las actuaciones de control interno de la actividad de las entidades que conforman el sector público local.















	 
	EL CONTROL INTERNO EN EL SECTOR PÚBLICO LOCAL



	
Función

Interventora


	Control permanente
	Control financiero sobre beneficiarios de subvenciones y entidades colaboradoras
	Auditoría pública



	
No

Planificable


	Planificable



	Obligatorio
	Seleccionable
	Auditoría de Cuentas
	Auditoría de Cumplimiento
	Auditoría operativa





	Régimen general de control
	x
	x
	x
	x
	x
	x
	x
	x



	Régimen simplificado de control
	x
	x
	x
	 
	x
	x
	 
	 



	
Control

previo


	x
	x
	 
	 
	 
	 
	 
	 



	Control posterior
	 
	 
	x
	x
	x
	x
	x
	x



	Derivado obligación legal
	x
	x
	x
	 
	x
	x
	 
	 



	 Planificable (Plan anual de control financiero)
	 
	 
	x
	x
	x
	x
	x
	x



	Efectos suspensivos
	x
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 



	Procedimiento contradictorio
	x
	 
	x
	x
	x
	x
	x
	x





Con estas actuaciones de control, y atendiendo a las características de cada una de ellas, el órgano interventor deberá diseñar el modelo de control de la entidad local, teniendo en cuenta que una vez definidas las actuaciones o controles obligatorios, y sobre la base de los recursos disponibles y los riesgos detectados deberá definir las actuaciones o controles seleccionables, considerando que este modelo de control no será permanente y que se deberá revisar y actualizar con regularidad para asegurar su eficacia y eficiencia.

5.  Modelos de organización del control interno en las entidades locales: los regímenes de control simplificado

El control interno de la actividad económico-financiera del sector público local se ejercerá por el órgano interventor mediante el ejercicio de la función interventora y el control financiero, en sus modalidades de control permanente y auditoría pública.

Además, el órgano interventor deberá ejercer el control sobre entidades colaboradoras y beneficiarios de subvenciones y ayudas concedidas por los sujetos que integran el sector público local, que se encuentren financiadas con cargo a sus presupuestos generales, de acuerdo con lo establecido en la Ley General de Subvenciones.

El RD 424/2017 establece dos regímenes de control en el ámbito local: el régimen de control general y el régimen de control simplificado para aquellas Entidades Locales de menor dimensión y menor capacidad económica y de gestión que podrían encontrarse en peores condiciones para asumir el régimen de control general.

El modelo de control que se ha fijado en el RD 424/2017, es un modelo basado en el ejercicio de la función interventora y el control financiero. En cuanto a las diferencias entre el régimen simplificado y el régimen general, únicamente cabe destacar la posibilidad que hay en las entidades de menor dimensión de aplicar, con carácter potestativo, algunas de las actuaciones de control financiero, ya que en el ejercicio de la función interventora no existe ninguna diferencia.

El modelo de control interno aplicable a las entidades sometidas al régimen general de control se puede concretar con el siguiente gráfico:

[image: ]

La exposición de motivos del RD 424/2017 justifica la fijación de un régimen simplificado de control, de aplicación potestativa, con un tratamiento paralelo y similar al ya establecido para el régimen contable local, pero sin transgredir los principios generales del control interno y sin diluir las obligaciones que el ordenamiento jurídico establece para el órgano interventor de las Entidades Locales, y además, establece la conveniencia de adaptar el régimen de control a las necesidades reales de las Entidades Locales de más pequeña dimensión, sobre todo, por la falta de medios personales y materiales.

Ante la heterogeneidad evidente en el ámbito del sector público local, especialmente el municipal, y siguiendo el tratamiento ya establecido para el régimen contable local, el RD 424/2017 desarrolla en los artículos 39 y 40 un régimen de control simplificado de aplicación potestativa para las entidades locales incluidas en el ámbito de aplicación del modelo simplificado de contabilidad local.

El régimen de control simplificado se aplicará a aquellas entidades locales que conforman el sector público local, establecidas en el artículo 2 del RD 424/2017, y que estén incluidas en el ámbito de aplicación de la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local, aprobada por Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, establecido en la Regla 1:


	
•  Los municipios cuyo presupuesto no exceda de 300.000 euros.

	
•  Los municipios cuyo presupuesto no exceda de 3.000.000 euros, y cuya población no supere los 5.000 habitantes.

	
•  El resto de entidades locales cuyo presupuesto no exceda de 3.000.000 euros.

	
•  Las entidades dependientes de las entidades locales que apliquen el régimen de control simplificado, por cumplir alguna de las condiciones anteriores.



Es importante destacar, referente a los entes dependientes y/o entidades que conforman el sector público de la entidad local, y de acuerdo a lo establecido por la IGAE, en respuesta a una consulta planteada por el COSITAL que, estas entidades están sometidas al régimen de control al que esté sometida la entidad local de la que dependan (régimen ordinario o simplificado), obviamente en las modalidades que, en virtud de su forma jurídica, el RD 424/2017 establece para ellas.

A nivel nacional, cerca del 85% de los municipios no llega a los 5.000 habitantes, y, por lo tanto, esto nos lleva a pensar que la realidad territorial es ésta, dónde la mayoría de entidades pueden, y deberían, aplicar el régimen de control simplificado (1) :








	Habitantes
	N.º de Municipios
	%




	1 - 1.000
	5.000
	61,50%



	1.001 - 5.000
	1.829
	22,49%



	5.001 - 10.000
	549
	6,75%



	10.001 - 20.000
	340
	4,18%



	Más de 20.000
	413
	5,08%



	N. total de municipios
	8.131
	100,00%





Las entidades locales acogidas al régimen de control interno simplificado ejercerán la función interventora, en sus dos modalidades de régimen ordinario y especial de fiscalización e intervención limitada previa, respecto a la gestión económica de la entidad local, no siendo de aplicación obligatoria la función de control financiero, sin perjuicio de la aplicación de la auditoría de cuentas en los supuestos previstos en el artículo 29.3. A) del RD 424/2017 y de aquellas actuaciones cuya realización por el órgano interventor derive de una obligación legal.

Por lo tanto, estas entidades deberán ejecutar la función interventora con la misma intensidad y en los mismos términos que las entidades que les sea de aplicación el régimen general, no obstante, en la modalidad de control financiero, deberán realizar obligatoriamente, únicamente, las siguientes actuaciones:


	
•  Actuaciones de control permanente: Aquellas actuaciones, sean no planificadas o planificadas, cuya realización por el órgano interventor derive de una obligación legal.

	
•  Actuaciones de auditoría pública: La auditoría de cuentas en los casos previstos en el artículo 29.3.A) del RD 424/2017.

	
•  Actuaciones de control financiero de subvenciones: Actuaciones de control sobre los beneficiarios y entidades colaboradoras.



Estas actuaciones obligatorias de control financiero, excepto las de control permanente no planificado, deberán recogerse en el Plan anual de Control Financiero, tanto para el régimen ordinario como para el régimen simplificado.

Las entidades locales que les sea de aplicación el régimen de control simplificado no tendrán la obligación de realizar el análisis de riesgos, tal y como se desprende de la respuesta de la IGAE a una consulta planteada por el COSITAL, ya que el análisis de riesgos va encaminado a determinar, en su caso, controles que no tienen carácter obligatorio en base a la normativa. Por lo tanto, el órgano interventor de estas entidades, no tendrá obligación de seleccionar actuaciones, anualmente, sobre la base de un análisis de riesgos consistente en los objetivos que se quieran conseguir, las prioridades establecidas para cada ejercicio y los medios disponibles.

Ahora bien, aunque la Entidad Local esté sujeta al régimen simplificado de control, en el caso que el órgano interventor disponga de medios disponibles suficientes, podrá realizar actuaciones adicionales de control financiero, siempre basándose en un análisis de riesgos.

Cabe añadir, tal y como se establece esta misma respuesta de la IGAE a la consulta de COSITAL, que tanto la elaboración del plan de control financiero, como la selección de controles sobre la base de un análisis de riesgos y su inclusión en el plan anual de control financiero es una competencia exclusiva del órgano de control, no debiendo someterlo a aprobación del presidente ni del Pleno de la Corporación. Únicamente, tal y como establece el artículo 31.4 del RD 424/2017, una vez elaborado se remite al pleno a efectos informativos. A efectos del modelo de control, debe ser objeto de aprobación por el Pleno:


	
•  La decisión de aplicar el régimen de fiscalización previa de requisitos básicos en materia de gastos (Art. 13.1 RD 424/2017).

	
•  La decisión de sustituir la fiscalización previa de derechos e ingresos por la toma de razón en contabilidad (Art. 9.1 RD 424/2017).

	
•  Los extremos adicionales a los establecidos en el Acuerdo de Consejo de Ministros de función interventora en régimen de requisitos básicos (Art. 13.2 c RD 424/2017).



Por tanto, ni el modelo de control (simplificado u ordinario) ni el plan anual de control financiero han de ser aprobados por el presidente o el Pleno de la corporación. Ahora bien, se recomienda que, o bien a través de las bases de ejecución del presupuesto, o bien vía el acuerdo del Pleno de aprobación del tipo de función interventora a realizar, se informe al Pleno y a la Corporación, el tipo de régimen (ordinario o simplificado) que le corresponde a la Entidad, ya que esto ayudará a que todos puedan ser conocedores del régimen que es de aplicación a la entidad de una forma clara.

El modelo de control interno aplicable a las entidades sometidas al régimen simplificado de control se puede concretar con el siguiente gráfico:

[image: ]

En las Entidades locales de régimen simplificado, las funciones de control deben de ser ejercidas por funcionarios de habilitación nacional de la subescala de Secretaría-Intervención, los cuales también realizan las funciones de fe pública y asesoramiento legal preceptivo, las de contabilidad y las de tesorería y recaudación, y en muchas Entidades Locales, es el único personal de que se dispone para asumir responsabilidades administrativas. Por lo tanto, en estos municipios, la gran mayoría, el único funcionario cualificado profesionalmente acaba siendo el secretario interventor.

En cualquier caso, de acuerdo con el artículo 4.3 del RD 424/2017, se le deberán habilitar los medios necesarios y suficientes al órgano interventor, ya sea con recursos técnicos o económicos, para poder disponer de un modelo de control eficaz.





	 (1) 

	Datos del padrón a 1 de enero de 2019. Fuente: Base de datos del INE.
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